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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



VIGÉSIMA SEXTA SESION DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES.

SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

8 de junio de 2016.

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Damos inicio a la Vigésima  Sexta  Sesión del Primer  Período  Ordinario de Sesiones del  Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima  Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.  

Se solicita a las Diputadas y Diputados que registremos  nuestra asistencia mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria  Sonia Villarreal Pérez,   sírvase informar sobre el número de integrantes del Pleno que están presentes y si existe quórum para el desarrollo de la sesión, no sin antes informar que la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez y los Diputados Javier de Jesús Rodríguez Mendoza  y   Leonel  Contreras Pámanes no asistirán a la presente sesión por causa justificada, por lo que la de la voz,  Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, será quien presida los presentes trabajos. 
Se abre el sistema.  Se cierra el sistema.  Diputada Secretaria.

Diputada Secretaria  Sonia Villarreal Pérez: 

Diputada Vicepresidenta,  se informa que estamos presentes 19 Diputadas y Diputados, que somos la mayoría de los integrantes del Pleno, por lo que existe quórum legal para el desarrollo de la sesión. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Habiendo quórum, se declara abierta esta sesión y válidos los acuerdos que se aprueben  en la misma. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva, sírvase dar lectura al Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión.

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva: 

Orden del Día de la Vigésima Sexta Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

8 de Junio del año 2016.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la sesión. 

 
3.- Lectura, discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Toma de protesta de los ciudadanos Lic. Luis González Briseño, C.P. José Manuel Jiménez y Meléndez y  Lic. Jesús Homero Flores Mier,  como Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, por un período correspondiente.

8.- Lectura de Iniciativas de Reforma Constitucional:


A.- Primera lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, sobre la armonización de todo lo referente al Tribunal Estatal Electoral, acorde a la reforma nacional en materia político electoral. 

B.- Segunda lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado José María Fraustro Siller, con relación al procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal.
9.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:

A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adicionan tres fracciones a los Artículos 1, 5 y 74, respectivamente, de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, con el fin de crear un tipo de uso mixto en relación con el uso de los servicios de agua potable en el Estado, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputado Francisco Tobías Hernández.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracción XXXII del Artículo 10 de la Ley de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; así como el párrafo segundo de la fracción VI del Artículo 99 de la Ley Estatal de Salud, ambas del Estado de Coahuila, planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben, para garantizar la preservación y la restauración ambiental conforme a la ley, en la que las autoridades sanitarias de forma coordinada evalúen el impacto en la salud humana.


C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, en materia de armonización electoral.

D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona la fracción VI al Artículo 56 de la Ley Estatal de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone incorporar como una acción de atención materna infantil prioritaria, la atención de los infantes de hasta 6 años de edad, para que reciban la adecuada estimulación temprana de acuerdo con las normas técnicas en materia de salud pública.

E.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 36 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputada Martha Garay Cadena, mediante la cual propone que las instancias encargadas de autorizar los proyectos para la construcción, adaptación o remodelación de espacios destinados a prestar servicios al público, cuenten con escalones universales fijos y móviles para las personas de talla pequeña.

F.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona la fracción XV al Artículo 7, así como la fracción VIII al Artículo 88 de la Ley Estatal de Educación, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, mediante la cual propone involucrar a los padres de hijos adolescentes en temas relacionados con la dignidad humana, preservación de la salud, sexualidad en cada etapa de la vida, paternidad responsable, entre otras.

G.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 3009 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Georgina Cano Torralva, mediante la cual propone que los poderes otorgados bajo la figura del mandato tengan una vigencia de tres años.

H.- Propuesta de Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 382 del Código de Comercio y 2395 del Código Civil Federal, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Shamir Fernández Hernández, mediante la cual propone que el juez conozca del procedimiento de carácter mercantil de cobro judicial de un pagaré, incluyendo los casos de rebeldía procesal, deberá de oficio, analizar la legalidad de la tasa de los intereses pactados y en caso de advertir que ésta es notoriamente excesiva la pueda reducir prudencialmente.

10.- Segunda lectura de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma y adiciona el Artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para reconocer expresamente el derecho de acceso a internet y a la banda ancha, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Francisco Tobías Hernández.

11.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes  y acuerdos en cartera:


A.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, con relación a una iniciativa de reforma al Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado y a la Ley de Salud, en materia de lactarios, planteada por el Gobernador del Estado.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Magistrada Miriam Cárdenas Cantú, Presidenta del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, con relación a la entrada en vigor de los requeridos ordenamientos legales, en lo correspondiente a los juicios orales.

12.- Clausura de la sesión y citatorio para la próxima sesión.

Cumplida la lectura del Orden del Día, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Se somete a consideración el Orden del Día. 

No habiendo  intervenciones, se somete a votación el Orden del Día, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva, que tome nota de la votación  e   informe sobre el resultado.

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema.  

Diputada Secretaria   Georgina Cano Torralva: 

Diputada Presidenta,  el  resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y  0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Conforme el resultado de la votación, se aprueba por unanimidad  el Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión, en los términos en que fue presentado.

Se informa que por acuerdo de los integrantes de la Junta de Gobierno, se solicita la dispensa de la lectura a la Minuta de la sesión anterior, así como del informe sobre el trámite realizado respecto a las proposiciones con Punto de Acuerdo de la sesión anterior, lo cual se somete a su consideración. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de dispensa.  Le solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez,   tome nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Abrimos  sistema.  Se cierra el sistema de votación. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez: 

Diputada Vicepresidenta,  se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones.

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Se aprueba por unanimidad la propuesta para la dispensa de la lectura de los asuntos antes mencionados, por lo que se somete a consideración la Minuta de la sesión anterior.  Si alguien desea intervenir, sírvase manifestarlo. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la Minuta de la sesión anterior.  Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez,   sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez: 

Diputada  Vicepresidenta,   se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 20 votos a favor; 0 votos en contra; 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Se aprueba por unanimidad  la Minuta de la sesión anterior en los términos en que fue presentada. 

MINUTA DE LA VIGÉSIMA QUINTA SESIÓN DEL PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO Y SIENDO LAS 12:00 HORAS, CON 55 MINUTOS, DEL 31 DE MAYO DEL AÑO 2016, Y ESTANDO PRESENTES LA TOTALIDAD DE LA LEGISLATURA, DIO INICIO LA SESIÓN.

LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VÁLIDOS LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE TRATARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.

3.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 7, FRACCIÓN IX, 35 FRACCIÓN VII, 36 PRIMER PÁRRAFO, 40 FRACCIÓN II, 42 FRACCIÓN III Y 65 DE LA LEY ESTATAL DE EDUCACIÓN, POR PARTE DE LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “LIC. GILBERTO RINCÓN GALLARDO”, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, MEDIANTE LA CUAL PROPONE ESTABLECER LOS PRINCIPIOS DE EDUCACIÓN AMBIENTAL Y CULTURA DEL RECICLAJE EN LA LEY, Y FUE TURNADA A LAS COMISIONES UNIDAS DE EDUCACIÓN, CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS Y DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN.

4.- SE DIO PRIMERA LECTURA AL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 8 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA RECONOCER EXPRESAMENTE EL DERECHO DE ACCESO A INTERNET Y A LA BANDA ANCHA, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ. AL TÉRMINO DE LA LECTURA LA PRESIDENCIA ORDENÓ QUE A ESTE DICTAMEN DEBERÍA DARSE SEGUNDA LECTURA CON UN INTERVALO DE SEIS DÍAS, POR LO QUE SERÍA AGENDADO EN SU OPORTUNIDAD PARA ESE EFECTO.

5.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, CON RELACIÓN A UN ESCRITO PRESENTADO POR LA C. HEIDI ELIZABETH ARMENDÁRIZ PUENTE, MEDIANTE EL CUAL SOLICITÓ SE LE DESIGNE COMO REGIDORA BAJO EL PRINCIPIO DE REPRESENTACIÓN PROPORCIONAL, POR EL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN EL AYUNTAMIENTO DE MONCLOVA, COAHUILA DE ZARAGOZA,  EN VIRTUD DEL FALLECIMIENTO DE QUIEN OCUPABA DICHO CARGO.

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO E ACUERDO:

6.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE DESARROLLO ECONÓMICO, COMPETITIVIDAD Y TURISMO Y A LA SECRETARÍA DE DESARROLLO RURAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO, A PROMOVER LA INTEGRACIÓN Y SINERGIA ENTRE LAS AGROINDUSTRIAS DE LA COMARCA LAGUNERA Y LOS PRODUCTORES AGROPECUARIOS DE LA REGIÓN DESIERTO DE NUESTRA ENTIDAD, A EFECTO DE FORTALECER LAS CADENAS PRODUCTIVAS DEL SECTOR EN LA BÚSQUEDA DE LA GENERACIÓN DE MÁS EMPLEOS PARA LAS FAMILIAS DEL CAMPO”, QUE PRESENTÓ EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.R.I., POR CONDUCTO DEL DIPUTADO RICARDO SALDÍVAR VAQUERA.

7.- EN VIRTUD, DE QUE NO FUE PRESENTADA DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, SOBRE “SOLICITAR AL AYUNTAMIENTO DE TORREÓN, COAHUILA, A LA TESORERÍA MUNICIPAL Y AL INSTITUTO DE PENSIONES, UN INFORME DETALLADO SOBRE LOS MOTIVOS POR LOS QUE LA TESORERÍA RETIENE LAS CUOTAS DE LOS TRABAJADORES Y LAS APORTACIONES MUNICIPALES, Y NO ENTERA DE INMEDIATO ESOS RECURSOS AL INSTITUTO ANTES MENCIONADO. ASIMISMO, QUE LAS DEPENDENCIAS ANTES MENCIONADAS INFORMEN A ESTE PODER LEGISLATIVO LAS FECHAS Y LOS MONTOS QUE ACREDITEN LA FORMA EN QUE SE CUBRIERON LAS CUOTAS DE LOS TRABAJADORES Y LAS APORTACIONES DEL MUNICIPIO AL FONDO DE PENSIONES DURANTE EL AÑO 2015 Y LO QUE CORRE DEL 2016”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JESÚS DE LEÓN TELLO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON,  FUE TURNADA A LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL PARA EFECTOS PROCEDENTES.
8.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO, PARA QUE SE PUNTUALICE Y DIFUNDA AMPLIAMENTE, QUE EL ESTÍMULO DERIVADO DEL PROGRAMA DE CARRERA MAGISTERIAL CONSERVA LAS REPERCUSIONES EN SEGURIDAD SOCIAL Y QUE SE INFORME CON PRECISIÓN QUE LA PRESERVACIÓN DE  LAS REPERCUSIONES DEL ESTÍMULO DERIVADO DEL PROGRAMA DE CARRERA MAGISTERIAL, SE PRESERVA AÚN SI FUESE NECESARIO QUE SU PAGO SE REALICE DESCOMPACTADO DEL SUELDO TABULAR 07”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA.

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTA A LA SECRETARÍA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL Y A LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, A CREAR INCENTIVOS ESPECIALES PARA LA INCORPORACIÓN A LA ECONOMÍA FORMAL DE MUJERES TRABAJADORAS, JEFAS DE FAMILIA Y ADULTOS MAYORES”, QUE PRESENTÓ EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.R.I., POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.

10.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE SALUD EN EL ESTADO, ANALICE LA VIABILIDAD DE OPERAR UNA LÍNEA DE EMERGENCIA PARA LA CONTENCIÓN EN SITUACIÓN DE CRISIS DE PERSONAS EN DEPRESIÓN, A FIN DE EVITAR UN MAYOR NÚMERO DE SUICIDIOS EN LA ENTIDAD”, QUE PRESENTÓ EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.R.I., POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ.

11.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTARON LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, “CON MOTIVO DEL DÍA MUNDIAL DEL MEDIO AMBIENTE”.

12.- LA DIPUTADA CAROLINA MORALES IRIBARREN SOLICITÓ A LA PRESIDENCIA RETIRAR DEL ORDEN DEL DÍA APROBADO, UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTÓ CONJUNTAMENTE CON  LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL “CON MOTIVO DEL DÍA MUNDIAL DE LA LECHE”.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN SIENDO LAS 14:00 CON 41 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LOS DIPUTADOS Y DIPUTADAS A LA VIGÉSIMA SEXTA SESIÓN, QUE SE LLEVARÍA A CABO  A LAS 11:00 HORAS, DEL 7 DE JUNIO DE 2016.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 31 DE MAYO DE 2016
DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN.

SECRETARIA.
	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.
SECRETARIA.




INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 31 DE MAYO DE 2016.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 31 de mayo de 2016, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo, y a la Secretaría de Desarrollo Rural, el punto de acuerdo, mediante el cual se les exhorta a “Promover la integración y sinergia entre las agroindustrias de la Comarca Lagunera, y los productores agropecuarios de la Región Desierto de nuestro entidad, a efecto de fortalecer las cadenas productivas del sector, en la búsqueda de la generación de más empleos para las familias del campo”, planteado por los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Ricardo Saldívar Vaquera, para los efectos procedentes.

2.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Comisión de Trabajo y Previsión Social de este Congreso, el punto de acuerdo, mediante el cual se solicita analice la solicitud que se le hace “Al Ayuntamiento de Torreón, a la Tesorería Municipal y al Instituto de Pensiones, para que envíe un informe detallado sobre los motivos por los que  la Tesorería retiene las cuotas de los trabajadores y las aportaciones municipales, y no entera de inmediato esos recursos al Instituto antes mencionado. Asimismo, que las dependencias antes mencionadas informen a este Poder Legislativo las fechas y los montos que acrediten la forma en que se cubrieron las cuotas de los trabajadores y las aportaciones del municipio al Fondo de Pensiones durante el año 2015 y lo que corre del 2016” planteado por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con las Diputadas y el Diputado del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.
3.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Secretaría de Educación, el punto de acuerdo, mediante el cual se le exhorta “Para que  se puntualice y difunda ampliamente, que el estímulo derivado del programa de carrera magisterial conserva las repercusiones en seguridad social como jubilación y en prestaciones genéricas como el aguinaldo y la prima vacacional, sin menoscabo de repercusión en las prestaciones conciliadas en base a lo establecido en la Ley de Coordinación Fiscal al entrar en vigencia el Fondo Operativo y Nómina Educativa (FONE)”, así como para que “Informe con precisión que la preservación de las repercusiones del estímulo derivado del programa de carrera magisterial se preserva aún si fuese necesario que su pago se realice descompactado del sueldo tabular (07)”, planteado por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, para los efectos procedentes.

4.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social Federal, y a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; el punto de acuerdo en el que se le exhorta  “A crear incentivos especiales para la incorporación a la economía formal de mujeres trabajadoras jefas de familia y adultos mayores" del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado  Javier Díaz González, para los efectos procedentes.

5.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió la Secretaría de Salud del Estado; el punto de acuerdo en el que se le solicita “Analice la viabilidad de operar una línea de emergencia para la contención en situación de crisis de personas en depresión, a fin de evitar un mayor número de suicidios en la entidad" del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Sonia Villarreal Pérez, para los efectos procedentes.

A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA,  A 8 DE JUNIO DE 2016.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Solicito a la Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva,  se sirva dar lectura al informe de correspondencia y documentación recibida. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva: 

Informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado

8 de junio de 2016

1.- Iniciativa de decreto para la reforma de disposiciones de diversos ordenamientos, del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Túrnese a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Defensa de los Derechos Humanos 
2.- Iniciativa de decreto de la Ley para el Impulso y Desarrollo de la Actividad Vitivinícola del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Túrnese a las Comisiones Unidas de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo y de Desarrollo Rural
3.- Iniciativa de decreto por el que se inscribe con letras doradas, en el muro de honor del Salón de Sesiones del Palacio del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, la frase “A los Patriotas de la Cueva del Tabaco”, planteada por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Túrnese a la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas

4.- Iniciativa de decreto por el que se instituye el Programa de Estímulo a la Creación y Desarrollo Artístico de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Túrnese a la Comisión de  Educación, Cultura y Actividades Cívicas

5.- Iniciativa de decreto que crea la Ley para la Protección de las Personas Defensoras de Derechos Humanos para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Túrnese a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Defensa de los Derechos Humanos 
6.- Iniciativa de decreto por el que se inscribe con letras doradas, en el muro de honor del Salón de Sesiones del Palacio del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, la frase “A Félix U. Gómez”, planteada por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Túrnese a la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas

7.- Iniciativa de decreto por la que se reforma el artículo primero transitorio de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el artículo segundo transitorio del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Magistrada Miriam Cárdenas Cantú, Presidenta del Tribunal Superior de Justicia del Estado, por acuerdo del pleno del referido tribunal.

Se turnó a la Comisión de Gobernación Puntos Constitucionales y Justicia 
8.- Presupuestos de egresos para el ejercicio fiscal 2016, de los municipios de:
- Lamadrid,  Sacramento, Candela, Nadadores, Escobedo, San Buenaventura,  Abasolo e Hidalgo. 

Túrnense a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública

9.- Oficio del presidente municipal de Acuña,  mediante el cual envía una iniciativa de decreto para desincorporar del dominio público municipal un inmueble con una superficie de 1.997,00 m2, ubicado en carretera Presa La Amistad y carretera a Aeropuerto, con de celebrar un contrato de comodato por 30 años a favor de la Cruz Roja Mexicana, con la finalidad de establecer una segunda delegación de la mencionada institución.

Túrnese a la Comisión de Finanzas

10.- Oficios de los presidentes municipales de Ocampo, Villa Unión, Francisco I. Madero, Castaños, San Buenaventura y Monclova, mediante los cuales solicitan que se autorice a dichos municipios a que se afecten sus participaciones y/o sus aportaciones federales que le correspondan, hasta por la cantidad de $296,000.00, $315,000.00, $788,000.00, $499,000.00, $484,000.00 y $2,936,000.00 respectivamente, para cumplir con el pago de las obligaciones económicas contraídas en el convenio de colaboración y concertación entre el poder ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de la Defensa Nacional, los gobiernos de los Estados de Coahuila de Zaragoza, Chihuahua y Durango, así como los 38 municipios del Estado y Organismos Empresariales, con objeto de llevar a cabo en el municipio de San Pedro Coahuila, la construcción de las instalaciones de una Brigada de Policía Militar, compuesta por un Cuartel General de Brigada, tres Batallones de Policía Militar y un Batallón de Operaciones Especiales.

Túrnense a las Comisiones Unidas de Finanzas y de Hacienda
11.- Oficio del presidente municipal de Villa Unión, mediante el cual solicita, la opinión de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de este Congreso, con relación a la modificación de percepciones de los integrantes del cabildo de dicho municipio.

Túrnese a la Comisión Auditoria Gubernamental y Cuenta Pública
12.- Escrito presentado por Marisol Ávila Menchaca, Silvia Regina Fuentes Martínez, Armando Maldonado Ramírez, José Armando Dávila Torres, Cristina Flores Cepeda, Esmeralda Villegas de León y Marcos Augusto Ramírez Arenas, Sindica de Mayoría, Décima Tercera Regidora, Décimo Cuarto Regidor, Décimo Regidor, Décima Quinta Regidora, Décimo Primer Regidor y Décimo Segundo Regidor respectivamente, del municipio de Sabinas, mediante el cual solicitan se integre una Comisión Especial a fin de investigar y sancionar diversas irregularidades cometidas por el secretario del ayuntamiento y el presidente municipal de dicho municipio. 

Túrnese a las Comisiones Unidas de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas y  de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte

13.- Oficio del Subsecretario de Ingresos y Crédito de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado,  mediante el cual se emite opinión sobre la constitución de un contrato de mandato especial irrevocable para garantizar el pago oportuno de la contraprestación a la Empresa Parque Solar Coahuila, S.A.P.I. de C.V., quien suministrara energía eléctrica a partir de fuentes renovables en régimen de autoabastecimiento.

Túrnese a la Comisión de Finanzas
14.- Oficio del presidente municipal de Piedras Negras, mediante el cual se solicita la desincorporación del dominio público municipal de un inmueble con una superficie de 18,000 m2, ubicado en la colonia o fraccionamiento Tecnológico, con el fin de enajenarlo  en carácter de donación a título gratuito a favor del gobierno federal a través de la Secretaria de Educación Pública, para uso exclusivo del Centro de Bachillerato Tecnológico, Industrial y de Servicios Número 34.

Túrnese a la Comisión de Finanzas
Diputada Presidenta, cumplida la lectura de la correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado. 

Adelante Diputado. 
Diputado Jesús de León Tello:

Nada más en el turno de correspondencia, la número uno, la iniciativa presentadas por el Ejecutivo no se establece……(no se escucha claro en la grabación, no habla en el micrófono)
Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Muy bien Diputado, tomo nota de esa situación y en un momento le informaremos los puntos que contiene esa iniciativa. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Diputado Jesús de León, nada más preguntarle si ya ha sido solventada la petición, -ya se lo acaban de entregar-, bueno ya con eso usted tiene conocimiento de los puntos de la fracción número 1, si hubiera alguna situación pues la comentamos más adelante. 

A continuación, esta Presidencia informa que en sesión celebrada el 10 de febrero de 2016, se expidió el Decreto No. 382, mediante el cual se designa a los ciudadanos Luis González Briseño, José Manuel Jiménez y Meléndez y Jesús Homero Flores Mier, para ocupar el cargo de Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública  por un período de 7 años a partir de la fecha señalada en el referido decreto y en virtud de haber quedado pendiente la toma de protesta de los referidos comisionados, conforme a lo dispuesto por el Artículo 199 de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, a continuación procederemos a tomar la protesta de ley, a quienes han sido designados para desempeñar los cargos antes mencionados. 

Por lo que se solicita a las Diputadas Yolanda Olga Acuña Contreras, Diputada Martha Garay Cadena y Diputado Luis Gurza Jaidar, que formen una comisión de protocolo para conducirlos a este Salón de Sesiones, por lo que se declara un breve receso. 

-Receso-

Se reanuda la sesión. 

Se pide a todos los presente ponerse de pie a fin de proceder a la toma de protesta de los comisionados del ICAI. 

Licenciados Luis González Briseño, Jesús Homero Flores Mier y José Manuel Jiménez y Meléndez: 

¿Protestan ustedes desempeñar leal y patrióticamente el cargo de Comisionados del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública que se les ha conferido,  guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado y las leyes que de ellas emanen, así como cumplir fielmente los deberes que dichos cargos les imponen, mirando en todo momento por el bien y prosperidad de la Unión y del Estado? 

Licenciados Luis González Briseño, Jesús Homero Flores Mier y José Manuel Jiménez y Meléndez: 

¡Sí protestamos!

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

¡Si no lo hicieren así, que el Estado se los demande!   ¡Muchas felicidades!
Se reanuda la sesión. 

Se informa que los Diputados José María Fraustro Siller, el Diputado Shamir Fernández Hernández, la Diputada Lariza Montiel Luis y la Diputada   Luisa Ivone Gallegos Martínez, han arribado a la presente sesión. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado  Sergio Garza Castillo, para dar primera lectura a una iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 A del Orden del Día aprobado. 

Diputado  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Presidenta. 

Solicito a esta Mesa Directiva y a este Pleno la siguiente iniciativa sea inscrita de manera íntegra en el Diario de los Debates, estaré presentando nada más un resumen de ella. 

El que suscribe, el Diputado  Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, de la Sexagésima Legislatura, del Honorable Congreso del Estado, con fundamento en el Artículo 59, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21, fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, pongo a consideración de ustedes compañeras y compañeros legisladores la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que se modifican diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

La semana pasada en esta misma tribuna presentamos una iniciativa de ley, en la que solicitamos se otorgue la autonomía técnica y de gestión en su funcionamiento así como la independencia en sus decisiones al Tribunal Estatal Electoral, desincorporándolo del Poder Judicial del Estado, tal y como se determinó en la reforma político-electoral a nivel a nacional en el año 2014, lo cual permitirá que el órgano encargado de impartir justicia en materia electoral en nuestro Estado, tenga plena independencia y autonomía al momento de emitir sus resoluciones.

Cabe señalar, que después de realizar un análisis minucioso a todo el articulado de nuestra Constitución Local, nos hemos encontrado que se hace necesario realizar una serie de modificaciones a diversos artículos de dicho ordenamiento jurídico, en los que se hace referencia al Tribunal Estatal Electoral, con el fin de poder armonizar nuestra legislación local con las reformas político- electorales que se aprobaron como ya comente a nivel nacional.

Por ejemplo, una de las modificaciones que hoy se presentan, es en el sentido de eliminar que la Diputación Permanente de este H. Congreso tenga la facultad de aprobar o negar los nombramientos de los Magistrados integrantes del Tribunal Estatal Electoral, pues de acuerdo a las nuevas disposiciones esa facultad ahora le corresponde al Senado de la República.

Otra de las propuestas que hoy se presenta, consiste en suprimir la facultad que tenía el Gobernador del Estado, de someter ante el Congreso del Estado los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Estatal Electoral, pues como lo señalé en líneas anteriores esa ya es una facultad que esta delegada al Senado de la República.

De igual forma, estamos proponiendo que se elimine de la Constitución Local, el hecho de que los Magistrados del Tribunal Estatal Electoral al iniciar el ejercicio de su cargo, deberán rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente, pues esto ha quedado totalmente superado por completo, ya que los nuevos magistrados en esa materia, ahora deberán rendir su protesta de ley ante el Senado de la República.

Por último, hay otras propuestas referentes a las controversias constitucionales en materia electoral así como en cuanto a la responsabilidad penal en que pueden incurrir los magistrados electorales, por lo que se proponen las adecuaciones que a nuestro juicio, deben realizarse, con el fin de que se armonice todo lo referente al Tribunal Estatal Electoral.

Iniciativa de Decreto por el que se modifican los artículos 73 fracción V, 76 fracción V, 82 fracción XXIII, 148, 158 fracción II inciso 4 último párrafo y 165 primer y segundo párrafo de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

El Artículo 73.- Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, -omitiendo, cancelando ya-, el Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado. 

Artículo 76. Para ser Gobernador se requiere.- Fracción V. No ser Secretario de la Administración Pública Estatal, Procurador General de Justicia del Estado, Magistrado del Poder Judicial, Presidente Municipal, Síndico o Regidor, Consejero o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, titulares de los organismos descentralizados, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la ley. 

Artículo 82.- Someter al Congreso del Estado, en los términos de esta Constitución y demás disposiciones aplicables, los nombramientos de Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia,  del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje., eliminando el Tribunal Electoral. 

Artículo 82.- Someter al Congreso del Estado, en los términos de esta Constitución y demás disposiciones aplicables, los nombramientos de Magistrados Numerarios y Supernumerarios al Tribunal Superior de Justicia, al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje. 

Artículo 148. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia,  del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente, eliminando al Tribunal Electoral.  

Y el Artículo 158. La Justicia Constitucional Local se erige dentro del régimen interior del Estado, como un medio de control para mantener la eficacia y la actualización democrática de esta Constitución, bajo el principio de supremacía constitucional, 

En su Fracción II. 
De las acciones de inconstitucionalidad local que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma o acuerdo de carácter general y esta Constitución, las que deberán resolverse como base en lo establecido en el Artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Y el Artículo 158 y 165.- Si el Congreso declara que al lugar de proceder el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la Ley, cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados del Congreso del Estado, del Auditor Superior del Estado, del Magistrado del Tribunal Superior de Justicia y eliminando el Tribunal Electoral. 

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Saltillo, Coahuila,  a 8 de Junio de 2016

ATENTAMENTE

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”

del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

Es cuanto, Diputada Presidenta.

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Conforme a lo dispuesto en el Artículo 196 de la Constitución Política del Estado, a esta iniciativa se le debe dar segunda lectura con un intervalo de 10 días, por lo que será agendada en una posterior sesión para tales efectos. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado José María Fraustro Siller, para dar segunda lectura a una iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 8 B del Orden del Día aprobado. 

Diputado José María Fraustro Siller:

Muchas gracias.

Con su venia,  Diputada Vicepresidenta en funciones de Presidenta. 

Honorable Pleno del Congreso. 

Mi intervención es para realizar una segunda lectura de la iniciativa que presento conjuntamente con mis compañeras y compañeros Diputados del Grupo Parlamentario,  "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional. 

Esta iniciativa lo que propone es reformar el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 24 de abril de 1984, fue publicada en el Periódico Oficial del Estado, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Esta ley tiene por objeto reglamentar el Capítulo Único del Título Séptimo de la Constitución Política del Estado, en materia de los sujetos de responsabilidad en el servicio público, las obligaciones en el servicio público, las responsabilidades y sanciones administrativas en el servicio público, así como las que se deban resolver mediante Juicio Político; las autoridades competentes y los procedimientos para aplicar dichas sanciones; las autoridades competentes y los procedimientos para declarar la procedencia del enjuiciamiento penal de los servidores públicos a que se refiere el artículo 165 de la Constitución Política del Estado; y el registro patrimonial de los servidores públicos.
En este contexto, la presente Iniciativa busca principalmente realizar adecuaciones y actualizaciones en lo referente al procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal. Lo anterior, en virtud de que algunas partes del articulado de la ley de la materia no se encuentran alineadas a los nuevos paradigmas del nuevo sistema de justicia penal. 
De igual forma, derivado de la experiencia que recientemente se tuvo en el Congreso del Estado, en el desarrollo de procedimientos contenidos en la citada ley, es que se advirtió la necesidad imperiosa de rediseñar en gran parte la ley en comento, así como el artículo 162 de la Constitución Política local. 
Con la finalidad de lograr lo anterior, es oportuno que previamente se mencionen algunas de las definiciones relacionadas con el procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, parte fundamental a reformar en el presente instrumento legislativo, señalando en primer término la consagrada en la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos Estatales y Municipales de Coahuila de Zaragoza, en la cual se establece lo siguiente:

“ARTICULO 29.- Para los efectos de este capítulo, por declaración de procedencia se entiende la resolución emitida por el Congreso del Estado, determinando la procedibilidad del enjuiciamiento del servidor público, quien quedará a disposición de la autoridad competente, para que se proceda conforme a la legislación de la materia.”

Por su parte la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, señala en su Artículo 165, los servidores públicos contra quienes se puede incoar el juicio de procedencia de responsabilidad penal, mencionando los siguientes: Gobernador del Estado, los Diputados del Congreso del Estado, el Auditor Superior del Estado, los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, los jueces de primera instancia, los secretarios del ramo, el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores, los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos, los integrantes de los consejos municipales y los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos.

Asimismo, se propone disminuir los tiempos que la ley señala actualmente para las etapas correspondientes a ofrecimiento de pruebas y alegatos, con la finalidad de otorgar mayor agilidad al procedimiento.
Como se ha señalado anteriormente, el pasado 13 de octubre de 2015, a solicitud de la Procuraduría General de Justicia del Estado, se instruyó ante el Congreso local un procedimiento en contra de un Regidor del Ayuntamiento de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, el cual concluyó el 12 de enero del año en curso, determinándose que estaba legalmente comprobada la conducta o el hecho materia de la denuncia; y que por ende se desprendía la existencia de responsabilidad del servidor público, por lo que había lugar a proceder en su contra quedando suspendido de su encargo en tanto estuviera sujeto a proceso penal.

El anterior procedimiento que vio culminadas todas y cada una de sus etapas, sirvió para que se analizaran detenidamente -previo a su aplicación- las disposiciones legales invocadas, lo cual también permitió a los integrantes de la Comisión Instructora de Juicio Político y de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, pudiéramos identificar las normas que a juicio de quienes presentamos la presente Iniciativa, requieren ser adecuadas para otorgar una mayor certidumbre jurídica al procedimiento en cuestión.

Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este  Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 162. Todo ciudadano, bajo su responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante el Congreso del Estado, respecto de las conductas relacionadas con el Juicio Político.

En las conductas relacionadas con el inicio del procedimiento de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, la denuncia tendrá que formularse en primer término ante la Procuraduría General de Justicia del Estado, Procuraduría General de la República o Procuradurías de otros Estados, según sea el caso, para que éstas a su vez, de ser procedente, le soliciten al Congreso del Estado el inicio del referido procedimiento.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Es cuanto, Diputada Vicepresidenta. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, e Instructora de Juicio Político y Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado Francisco Tobías Hernández, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 9 A del Orden del Día aprobado. 

Diputado Francisco Tobías Hernández:

Muy buenos días compañeras y compañeros Diputados. 

El día de hoy presento, junto con el resto de los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del PRI, una reforma, iniciativa de decreto para adicionar tres fracciones al Artículo 1º, 5º y 74 de la Ley de Aguas para el Municipio del Estado de Coahuila. 

Con base en diversos acercamientos con integrantes de este Grupo Parlamentario, que hemos tenido con nuestros representados políticos, se ha venido evidenciando una problemática que comparten diversas personas en todo el estado y que particularmente se presenta en este municipio de Saltillo.  Nos referimos a la situación jurídica del pago de derechos de los servicios municipales de agua potable en relación con aquellas personas que han decidido emprender una actividad mercantil, comercial en su misma casa-habitación, como por ejemplo: la venta de abarrotes o la renta de computadoras de escritorio con conexión a internet entre otras más. 

Esta problemática consiste en quienes se encuentran en esta situación deben pagar los derechos del agua, tanto por su utilización en el hogar como en el negocio, con la aplicación de una tarifa comercial que tiene un  precio más alto que la tarifa doméstica y en consecuencia afecta la economía familiar de quienes deciden realizar emprendimientos en su propia casa-habitación. 

Esta iniciativa tiene los siguientes objetivos: 

1.- Apoyar la economía familiar de las familias coahuilenses, sobre todo la de aquellas que debido a que enfrentan una situación difícil económica se ven en la necesidad de establecer comercios en sus propias casas, dedicados a la venta de diversos productos y a la oferta de diversos servicios. 

2.- Crear un tipo de uso mixto para la utilización de agua potable y, en consecuencia, establecer una cuota o tarifa justa que, por un lado, facilite y aumente al usuario sus posibilidades de desarrollo económico y emprendimiento en su respectivo hogar y, por el otro, proteja los recursos económicos de los Sistemas de Aguas Municipales en la medida que permitan sufragar los gastos necesarios.

3.-Paralelamente, aprovechar la coyuntura para coadyuvar en la regularización fiscal de un amplio sector económico de nuestro Estado.

Esta iniciativa se motiva.- Primero en la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza
 (en adelante la “Ley”) es el ordenamiento estatal que regula y establece las bases generales para la prestación de los servicios públicos de agua potable en los municipios del Estado (art. 1). 

De una lectura íntegra a este ordenamiento, especialmente a sus artículos 1, 5 y 74, se advierte que los servicios de agua potable se clasifican en cuatro rubros relativos al uso de la misma, a) de uso doméstico; b) de uso público urbano; c) de uso industrial, y d) de uso comercial. 

Ahondando en el rubro de uso doméstico, cabe precisar que el mismo se refiere a la utilización de agua destinada al uso particular de las personas y del hogar, así como el riego de jardines y de árboles de ornato, incluyendo el abrevadero de animales domésticos, siempre que estas últimas dos aplicaciones no constituyan actividades.
Ahora bien, como podremos entender de acuerdo a una gráfica comparativa, la afectación económica hacia los coahuilenses deriva del cobro total del servicio de agua potable con una tarifa de uso comercial, cuando la mayor parte de la utilización del recurso hidráulico corresponde para estas familias al uso doméstico. 

	Saltillo

	Piedras Negras


	Uso doméstico popular
	Uso comercial
	Uso doméstico popular
	Uso comercial

	Tarifa base de 0/10 m3 = $39.88
	Tarifa base de 0/10 m3 = $94.12
	0/15 m3 = $4.8692      por c/m3 consumido
	0/15 m3 = $7.9778      por c/m3 consumido

	11/15 m3 = $5.66    por c/m3 excedente
	11/15 m3 = $9.56    por c/m3 excedente
	0/20 m3 = $5.2556      por c/m3 consumido
	0/20 m3 = $8.7325 por c/m3 consumido

	16/20 m3 = $7.42   por c/m3 excedente
	16/20 m3 = $12.89   por c/m3 excedente
	0/25 m3 = $5.7193      por c/m3 consumido
	0/35 m3 = $11.0272      por c/m3 consumido

	21/30 m3 = $8.09    por c/m3 excedente
	21/30 m3 = $14.85   por c/m3 excedente
	0/40 m3 = $6.3995      por c/m3 consumido
	0/40 m3 = $12.1053 por c/m3 consumido


 Gráfica

Bajo esta tesitura, tenemos la convicción de que debemos responder a una necesidad actual no prevista en la Ley y, en este sentido, los Diputados del PRI promovemos una iniciativa que la reforma, adiciona una fracción al Artículo 1º, otra al 5º y una tercera fracción al Artículo 74 de la ley, todas con el propósito de generar una quinta modalidad de uso, denominada de uso mixto, y, por ende, de tarifa o cuota para la prestación de los servicios públicos de agua potable a nivel estatal, las cuáles, lógicamente, deberán ser mayores a las tarifas de uso doméstico y menores a las de uso comercial. 

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONAN TRES FRACCIONES A LOS ARTÍCULOS  1º , 5º  Y 74, RESPECTIVAMENTE, DE LA LEY DE AGUAS DE  LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

ÚNICO. - Se adicionan tres fracciones a los artículos 1, 5º  y 74, respectivamente, de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, debiendo reenumerarse las fracciones subsecuentes, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de interés público y tiene por objeto establecer las bases y regular la organización, atribuciones, actos y contratos relacionados con la prestación de los servicios públicos de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento, reúso y disposición de aguas residuales en los municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, todo ello bajo un esquema de desarrollo sustentable. 

Para efectos de esta ley se entenderá por: 

(…) 

XXXIV.- Uso mixto: la utilización del agua destinada a un hogar, en el cual, aparte del uso particular que le den sus residentes, se tenga habilitado un espacio dentro del inmueble para la realización de una actividad comercial, siempre y cuando el usuario se encuentre registrado debidamente ante la autoridad fiscal, como persona física, en relación con la actividad económica que realiza en su hogar.

XXXV.- Usuario: las personas físicas o morales a quienes las leyes les reconozcan personalidad jurídica, que hagan uso de los servicios a que se refiere la presente ley. 

ARTÍCULO 5.- Los servicios de Agua Potable se suministrarán para los siguientes usos:

I.- 
Domésticos;

II.- 
Públicos urbanos; 

III.- 
Industriales;

IV.- 
Comerciales; 

V.- 
Mixto, y 

VI.- 
Otros, siempre que no se contravengan las disposiciones de esta Ley.

Las cuotas o tarifas que deberán cubrir los usuarios por la prestación de los servicios, se determinarán de acuerdo con los conceptos siguientes: 

(…)

G).-
De consumo mixto;

H).-
De descargas de aguas al alcantarillado normal; 

I).-
De descargas de aguas residuales;  

J).-
De transporte de aguas residuales de su generación a su descarga en los sitios autorizados, y

K).- De servicios generales a la comunidad. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el primero de enero de dos mil diecisiete. 

SEGUNDO. Para la inclusión de las tarifas por concepto de los servicios públicos de agua potable en las leyes de ingresos municipales del ejercicio fiscal del dos mil diecisiete y posteriores, los cabildos de los ayuntamientos del Estado y los Sistemas Municipales de Aguas y Saneamiento, en el marco de sus respectivas atribuciones, deberán hacer eficaz la modalidad de uso mixto contenida en el presente Decreto. Con el propósito de proveer una mejor aplicatoriedad de la modalidad de uso mixto, estas autoridades podrán tomar en consecuencia  los criterios sugeridos en la Exposición de Motivos del Decreto, buscando encontrar un sano equilibrio entre el otorgamiento de un beneficio social y la protección de las finanzas públicas.

TERCERO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este Decreto. 

ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA, A 7 DE JUNIO DE 2016

DIP. FRANCISCO TOBIAS HERNÁNDEZ

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA          
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Es cuanto, Diputada Presidente.   Muchas gracias. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las Comisiones de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Lariza Montiel Luis para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 9 B del Orden del Día aprobado. 

Diputada Lariza Montiel Luis:

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

Buenas tardes, Diputadas y Diputados. 

La presente iniciativa se refiere a una modificación, un proyecto de decreto para reformar el contenido de la Fracción XXXII del Artículo 10 de la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y el párrafo II de la Fracción VI del Artículo 99 de la Ley Estatal de Salud, con la finalidad de regular o de iniciar acciones para la regulación por este Congreso Local de las actividades relacionadas con el aprovechamiento de sustancias y materiales. 

La extracción, amigas y amigos, y trituración de piedra caliza, especialmente la destinada a la producción de concreto para la industria de la construcción, representa un grave problema de contaminación y daños irreversibles al medio ambiente, así como daños severos a la salud humana; todo esto por la falta de controles públicos, la falta de voluntad de las autoridades para regular, sancionar y exigir el cumplimiento de las leyes y las normas ambientales a las empresas dedicadas a este giro.

La industria de la extracción y procesamiento de materiales pétreos con fines de producir concreto se concentra en lo que se conoce como explotación a cielo abierto, en sus distintas modalidades. Esta se realiza con la remoción del suelo, su excavación y técnicas para acceder al material que es recolectado y enviado al proceso de molienda.

Los procesos y pasos  que forman parte de la explotación a cielo abierto utilizado por las empresas conocidas generalmente  como pedreras, son los siguientes: 

Despalme.

Excavación de la tierra.

Barrenación y voladura.

Carga y Transporte.

Trituración primaria; que consiste en romper las rocas por medio de las quebradoras de quijada simple, para reducirlas en tamaño, y prepararlas para la siguiente etapa.

Trituración secundaria y terciaria.

Trituración cuaternaria.

Banda transportadora.

Cribado primario. Y;

Cribado secundario, entre las partes del proceso central de esta industria.

El proceso de extracción y molienda de las rocas genera diversos tipos de contaminantes, destacando por su enorme impacto en la salud humana y en el medio ambiente, el generado por el polvo emanado durante las etapas antes mencionadas. De acuerdo a un estudio realizado en la zona de tres pedreras ubicadas en San Miguel (estado de Nuevo León), se detectaron niveles de partículas suspendidas y material particulado que superaba por mucho los límites permitidos por la normatividad ambiental, trayendo como consecuencia que los seres humanos que viven en las cercanías de las pedreras estén destinados, por la exposición constante, a sufrir daños irreversibles en la salud, empezando por enfermedades y trastornos respiratorios severos, irritación ocular y daños de la piel. Alterando además sus calidades de vida de modo extremo, adicionalmente en cuanto al sueño. 

En cuanto al ruido, este es el segundo problema grave con las pedreras, los estudios de las autoridades ambientales en el estado de Nuevo León,-por ejemplo- realizados en las pedreras ubicadas en distintos puntos del estado, arrojaron que el ruido generado por estas empresas supera con creces los 70 decibeles en la mayor parte de los procesos que comprenden la extracción y las moliendas iniciales.

Una muestra aleatoria de esas mediciones, que, desde luego varían de un lugar a otro, pero no tanto como para poder decir que existen pedreras que no generan ruido contaminante o que se mantienen por debajo de los límites; si no al contrario, en casi todos los casos, superan la tabla que se presenta dentro de la exposición de motivos. 

Esto produce, -señoras y señores-,  pérdida auditiva a las personas que habitan en las inmediaciones, además de estrés, baja calidad de sueño, alteraciones nerviosas, hipertensión, problemas cardiacos y todos los problemas que generan el descanso inadecuado y  la tensión nerviosa.

Por otra parte, destaca el daño que causan a la flora y la fauna de la región donde operan. Obviando estas empresas la remediación o restauración ambiental a que están obligadas por ley.

En el estado vecino, se ha intentado resolver el problema reubicando a otra  parte de las más de sesenta pedreras que operan en el estado, y esto, aunque si bien reduce temporalmente los problemas de contaminación atmosférica y sonora, al alejarlas de la mancha urbana o de  zonas pobladas, no resuelve el problema de fondo, que es hacer que estas industrias acaten plenamente la normatividad ambiental, y que paguen la remediación de aquellas zonas donde realizan la explotación. 

En Coahuila tenemos el caso de las pedreras que operan en el rio San Rodrigo de Piedras Negras; que generan la contaminación antes descrita, sin control, sin mediciones y sin una adecuada supervisión de las autoridades ambientales, tanto federales como locales. 

En Nuevo León, durante años el debate se centró en la competencia para regular a las pedreras, pues no quedaba claro si era la federación o el estado quien tenía las atribuciones correspondientes para enfocarse  al problema y regular el proceso productivo de dicha industria; o si éstas eran facultades concurrentes.

Sin embargo, en nuestra entidad,  la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente para el Estado de Coahuila de Zaragoza, al igual que las similares de otras entidades federativas, establecen y define a esta industria de un modo amplio, concretamente bajo la siguiente redacción. 

…El aprovechamiento de las sustancias no reservadas a la Federación que constituyan depósitos de naturaleza similar a los componentes de los terrenos, tales como rocas o productos de su descomposición que sólo pueden utilizarse para la fabricación de materiales para la construcción u ornamento de obras….

Dejando claro que la industria de este tipo puede explotar y procesar diversos materiales pétreos con diversos fines; pero, generando contaminantes ambientales similares en todos los casos, además de los daños al medio ambiente que en las regiones donde se ubican. 

Así como en el estado vecino, consideramos también que este proceso de explotación debe ser regulado con una ley completa, destinada a cubrir los diversos aspectos, riesgos y planes de preservación y restauración ambiental que deban de ser aplicados. 

Sin embargo, y en primer orden, debemos adecuar los actuales ordenamientos ecológicos y sanitarios en lo que refiere al rubro de lo mencionado, para dotar de mayor precisión y alcances en su momento la ley específica, que regularía, como lo he señalado el aprovechamiento de sustancias y materiales de competencia del estado de Coahuila de Zaragoza. 

Es por estos argumentos y fundamentos legales que sometemos a este Pleno la iniciativa que he mencionado y que adicionaría el Artículo 10º en su fracción XXXIII, para que dentro de las facultades correspondientes a la autoridad en materia de medio ambiente, se adicione a lo ya leído la posibilidad de que esta evaluación que está a su cargo garantice la preservación y la restauración ambiental en los términos que establece la propia Ley de Equilibrio Ecológico,  solicitando además que a las autoridades sanitarias de una manera coordinada también evalúen el impacto en la salud generado por este tipo de aprovechamientos, y es por ello que de igual manera se modificaría la Fracción VI, del Artículo 99 de la Ley Estatal de Salud, para que se agregue dentro de las autoridades a las que corresponde la revisión también de las facultades para revisar el establecimiento de comercios o servicios las que correspondan a la edificación de industrias y que en algún momento puedan provocar o implicar un grave riesgo para la salud de la población. 

Esta es una iniciativa suscrita por la de la voz, en conjunto con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Acción Nacional. 

Gracias. 

(Texto íntegro de la Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido de la fracción XXXII del Artículo 10 de la Ley de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; así como el párrafo segundo de la fracción VI del Artículo 99 de la Ley Estatal de Salud, ambas del Estado de Coahuila).
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta la diputada Lariza Montiel Luis  conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  modificar  el contenido de la fracción XXXII del artículo 10  de   la Ley de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; y el párrafo segundo de la fracción VI del artículo 99 de la Ley Estatal de Salud, ambas del  Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La extracción y trituración de piedra caliza, especialmente la destinada a la producción de concreto para la industria de la construcción, representa un grave problema de contaminación y daños irreversibles al medio ambiente, así como daños severos a la salud humana; todo por la falta de controles públicos, falta de voluntad de las autoridades para regular, sancionar y exigir el cumplimiento de las leyes y las normas ambientales a las empresas dedicadas a este giro.

La industria de la extracción y procesamiento de materiales pétreos con fines de producir concreto se concentra en lo que se conoce como explotación a cielo abierto, en sus distintas modalidades. Esta se realiza con la remoción del suelo, su excavación y técnicas para acceder al material que es recolectado y enviado al proceso de molienda.

Los procesos y pasos  que forman parte de la explotación a cielo abierto utilizado por las empresas conocidas genéricamente como pedreras, son los siguientes: 

Despalme.

Excavación de la tierra.

Barrenación y voladura.

Carga y Transporte.

Trituración primaria; que consiste en romper las rocas por medio de las quebradoras de quijada simple, para reducirlas en tamaño, y prepararlas para la siguiente etapa.

Trituración secundaria y terciaria.

Trituración cuaternaria.

Banda transportadora.

Cribado primario. Y;

Cribado secundario, entre las partes del proceso central de esta industria.

El proceso de extracción y molienda de las rocas genera diversos tipos de contaminantes, destacando por su enorme impacto en la salud humana y en el medio ambiente, el generado por el polvo emanado durante las etapas antes mencionadas. De acuerdo a un estudio realizado en la zona de tres pedreras ubicadas en San Miguel (estado de Nuevo León), se detectaron niveles de partículas suspendidas y material particulado que superaba por mucho los límites permitidos por la normatividad ambiental, trayendo como consecuencia que los seres humanos que viven en las cercanías de las pedreras estén destinados, por la exposición constante, a sufrir daños irreversibles en la salud, empezando por enfermedades y trastornos respiratorios severos, irritación ocular y daños en la piel. Alterando además sus calidades de vida de modo extremo.

En cuanto al ruido, este es el segundo problema grave con las pedreras, los estudios de las autoridades ambientales en el estado de Nuevo León, realizados en las pedreras ubicadas en distintos puntos del estado, arrojaron que el ruido generado por estas empresas supera con creces los 70 decibeles en la mayor parte de los procesos que comprenden la extracción y las moliendas iniciales.

Una muestra aleatoria de esas mediciones, que, desde luego varían de un lugar a otro, pero no tanto como para poder decir que existen pedreras que no generan ruido contaminante o que se mantienen por debajo de los límites; si no al contrario, en casi todos los casos, superan la tabla que presentamos a continuación:

NIVELES DE RUIDO

FASE DE PROCESO (decibeles)

Carga de material en banco 75-60 

Trituración 85-95 

Cribado 58-93 

Banda transportadora 80-85 

Operación de camiones (descarga y transporte) 75-95 

Esto produce pérdida auditiva a las personas que habitan en las inmediaciones, además de estrés, baja calidad de sueño, alteraciones nerviosas, hipertensión, problemas cardiacos y todos los problemas que generan el descanso inadecuado y  la tensión nerviosa.

Por otra parte, destaca el daño que causan a la flora y la fauna de la región donde operan. Obviando estas empresas la remediación o restauración ambiental a que están obligadas por ley.

En Nuevo León se ha  intentado resolver el problema reubicando a una parte de las más de sesenta pedreras que operan en el estado, y si bien esto reduce temporalmente los problemas de contaminación atmosférica y sonora, al alejarlas de la mancha urbana y de las zonas pobladas, no resuelve el problema de fondo, que es hacer que estas industrias acaten plenamente la normatividad ambiental, y que paguen la remediación ambiental de las zonas explotadas.

En Coahuila tenemos el caso de las pedreras que operan en el rio San Rodrigo de Piedras Negras; que generan la contaminación antes descrita, sin control, sin mediciones y sin una adecuada supervisión de las autoridades ambientales, especialmente las locales.

En Nuevo León, durante años el debate se centró en la competencia para regular a las pedreras, pues no quedaba claro si era la federación o el estado quien tenía las atribuciones correspondientes para enfrentarse al problema y regular el proceso productivo de dicha industria; o si estas eran facultades concurrentes.

La Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente para el Estado de Coahuila de Zaragoza, al igual que los similares ordenamientos de otras entidades federativas, establece y define a esta industria de modo amplio, concretamente bajo la redacción siguiente:

…aprovechamiento de las sustancias no reservadas a la Federación que constituyan depósitos de naturaleza similar a los componentes de los terrenos, tales como rocas o productos de su descomposición que sólo pueden utilizarse para la fabricación de materiales para la construcción u ornamento de obras….

Dejando en claro que la industria de este tipo puede explotar y procesar diversos materiales pétreos con diversos fines; pero, generando contaminantes ambientales similares en todos los casos, además de los daños al medio ambiente en las regiones donde se ubican.

Como en Nuevo León, consideramos también que este proceso de explotación debe ser regulado con una ley completa, destinada a cubrir los diversos aspectos, riesgos y planes de preservación y restauración ambiental. 

Sin embargo, y en primer orden, debemos adecuar nuestros ordenamientos ecológico y sanitario  en lo que se refiere al rubro mencionado para dotarlo de mayor precisión y alcances. 

Antes de que termine este periodo de sesiones, estaremos presentando el proyecto de iniciativa de Ley que Regula el Aprovechamiento de Sustancias y Materiales  de Competencia del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO PRIMERO: Se modifica el contenido de la fracción XXXII del artículo 10 de  la Ley de   del  Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente para el Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

ARTICULO 10.- ……..

I a la XXXI…..

XXXII.- Evaluar el impacto ambiental generado por el aprovechamiento de las sustancias no reservadas a la Federación que constituyan depósitos de naturaleza similar a los componentes de los terrenos, tales como rocas o productos de su descomposición que sólo pueden utilizarse para la fabricación de materiales para la construcción u ornamento de obras, a fin de dictar y ejecutar las medidas correspondientes que garanticen la preservación y la restauración ambiental en los términos de la presente ley; solicitando a las autoridades sanitarias que de forma coordinada evalúen del impacto en la salud humana generado por este tipo de aprovechamientos;

XXXIII.-……..

ARTÍCULO SEGUNDO: Se modifica el contenido del párrafo segundo de la fracción VI del artículo 99 de la Ley Estatal de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 99……
I a la V….

V……

La Secretaría de Salud del Estado y las autoridades federales, estatales y municipales, en sus respectivos ámbitos de competencia, se coordinarán para evitar que se instalen o edifiquen industrias, comercios, servicios y casas habitación que funcionen como establecimientos que impliquen un riesgo grave para la salud de la población.

……………

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 08 DEL MES DE JUNIO DE 2016

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO 

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS


DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua para efectos de estudio  y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado  Sergio Garza Castillo, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 9 C del Orden del Día aprobado. 

Diputado  Sergio Garza Castillo: 

Gracias Diputada Presidenta. 

El que suscribe, el de la voz, Diputado  Sergio Garza Castillo del Partido Unidad Democrática de Coahuila presenta la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma el Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.-

Durante estas últimas semanas, en esta misma tribuna, un servidor ha estado presentando diversas iniciativas que tienen que ver con la actualización del marco jurídico en materia político- electoral.

En efecto, y como ya se ha comentado por algunos de mis compañeros Diputados aquí presentes, tenemos el tiempo justo sino es que vamos un poco tarde para poder armonizar nuestro marco normativo con la reforma político electoral que se realizó a nivel nacional en el año 2014.

Apenas el domingo pasado se realizaron elecciones en doce entidades federativas, donde ya fueron aplicadas las nuevas disposiciones en materia electoral.

Nuestro Estado, dará inicio al periodo electoral en el mes de noviembre de este año, con el cual habremos de renovar la gubernatura, los 38 cabildos municipales y la legislatura local, el próximo año en el mes de junio.

Como podemos ver, estamos a escasos cinco meses de dar inicio al próximo proceso electoral y aún no hemos terminado de armonizar nuestra legislación electoral, razón por la cual el día de hoy presentó esta iniciativa de ley, donde se modifican algunos artículos del Código Electoral del Estado, a fin de que podamos contar con el marco jurídico en materia electoral que habrá de regir para las elecciones del próximo año en nuestro Estado.

En virtud de lo antes expuesto, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Reforma al Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que reforma los artículos 17, numeral 2 y 3, 18, 19 numeral 3 inciso b), 20 numeral 1 inciso c), 31, 56 numeral 1, 64 numeral 1 inciso d), 142 numeral 2 inciso a) y 184 numeral 7, para quedar como sigue:

Artículo 17. 

1. Los partidos políticos impulsarán la paridad de género, por lo que los candidatos propietarios a Diputados por ambos principios de cada partido político deberá ser de 50% de un mismo género, salvo que los candidatos hayan sido electos mediante procesos que involucran la participación directa de los afiliados, adherentes o simpatizantes de los partidos políticos. 

2. Tratándose de la designación de Diputados por el principio de representación proporcional, se realizará de la siguiente manera:

a) las dos primeras curules se designaran para las y los candidatos que hubieren obtenido el mayor porcentaje de votación, respetando la paridad de género.

b) Las subsecuentes designaciones se harán mediante una lista que deberán presentar los partidos respetando la equidad de género.

3. En la integración de las planillas para integrantes de los Ayuntamientos, se observarán, en lo conducente, la regla señalada en el inciso 1 de este artículo, conforme al acuerdo que emita el Consejo General del Instituto, atendiendo al número de integrantes de cada Ayuntamiento.

Artículo 18.

1. Para la distribución de los Diputados de representación proporcional, se hará de conformidad con las fórmulas de porcentaje específico, cociente natural y resto mayor, que se aplicarán conforme a las bases siguientes: 

a) Para la primera, ronda de asignación se procederá a aplicar el procedimiento de porcentaje específico en la circunscripción electoral, para lo cual se asignará una Diputada o Diputado a todo aquel partido político que haya obtenido al menos el 3% de la votación válida emitida. 

Para realizar dicha designación se determinara con base en el porcentaje obtenido por las y los candidatos de cada partido que habiendo participado en la elección constitucional y no hayan obtenido la mayoría de votos, si obtuvieron el mayor porcentaje de votación de su partido.

En el caso de que el número de partidos políticos que cumplan el requisito del 3%, exceda al de curules por repartir, se les asignarán diputaciones en forma decreciente, dependiendo del resultado de la votación alcanzada por cada uno de ellos, hasta agotar las diputaciones por distribuir. 

b)
Si después de realizada la asignación a que se refiere el inciso anterior restan diputaciones por asignar, se empleará el procedimiento de cociente natural, para lo cual se procederá a obtener la votación relativa, que será la suma total de las votaciones obtenidas por los partidos políticos con derecho a diputaciones de representación proporcional, una vez descontada la votación utilizada en el procedimiento anterior, la que a su vez se dividirá entre el número de diputaciones pendientes por asignar para obtener el cociente natural. Realizado lo anterior, se asignarán tantas curules como número de veces contenga su votación restante al cociente natural. 

Para tal efecto, en primer término se le asignarán diputaciones al partido que obtenga el mayor índice de votación y después, en forma descendente, a los demás partidos políticos con derecho a ello.

La designación de dichas curules recaerá en la persona de género opuesto al de la primera ronda de asignación y que haya obtenido el mayor número de votación de su partido.

c) Si después de aplicar el cociente natural restan curules por repartir, éstas se asignarán aplicando la fórmula de resto mayor, en orden decreciente según los votos que resten a cada partido político. 

Se entiende por resto mayor, el remanente de votación más alto de cada partido político después de deducir la que utilizó para la asignación de Diputados a que se refieren todas las fracciones anteriores.

Artículo 19....

1.....

2......

a)...

b)....

c)....

3....

a)....

b) Que obtengan, por lo menos, el  3 % del total de la votación válida emitida en el Municipio correspondiente.

4……

5…..

Artículo 20.

1.
 Las elecciones ordinarias deberán celebrarse el primer domingo de junio del año que corresponda, para elegir:

a)
……..

b)
…………..

c)
Ayuntamientos, cada tres años.

Artículo 31.

1. El partido político con registro condicionado al resultado de las elecciones obtendrá el registro definitivo cuando haya alcanzado por lo menos el 3% de la votación válida emitida en las elecciones  de Diputados.  El partido político estatal que no obtenga la votación requerida perderá sus derechos y prerrogativas y quedará sujeto al proceso de liquidación que dispone el presente Código.

……..

Artículo 56.-

1.- Los partidos políticos, para fines electorales, podrán formar coaliciones o establecer candidaturas comunes para postular los mismos candidatos en las elecciones siempre que cumplan con los requisitos establecidos en este Código. Por ningún motivo está permitida la transferencia de votos entre los partidos coaligados o con candidatura común.

2.-…………….

CAPÍTULO TERCERO

Artículo 64.-

1……

d) No obtener por lo menos el 3% de la votación válida emitida en la elección de diputados inmediata anterior……..

Artículo 142

1. 
…..

2. 
…….

a) 
Deberán acompañar a la solicitud de su registro una relación, impresa y en medio magnético, que contenga el nombre, domicilio, clave de elector y firma autógrafa de cada uno de los ciudadanos que respalden dicha candidatura, esto de las candidaturas independientes, en la demarcación correspondiente, haciéndose constar a través del fedatario público, conforme a lo siguiente: 

I. 
Para Gobernador del Estado, el aspirante deberá comprobar el apoyo de un número de ciudadanos equivalente, al 3% del padrón electoral del Estado;

II. 
…

III.  ….

…..

Artículo 184.

1 al 6 

7.- En ningún caso se permitirá el acceso a las mamparas de votación a personas que porten celulares, cámaras fotográficas, de videograbación, escáner o algún aparato electrónico

TRANSITORIOS

ÚNICO.- Las presentes modificaciones al Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
Atentamente
Saltillo, Coahuila, a 8  de Junio del 2016
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DIP. SERGIO GARZA CASTILLO
Coordinador de la Fracción Parlamentaria

“Hilda Graciela de Pérez Arreola” del

Partido Unidad Democrática de Coahuila.

Es cuanto, Diputada Presidenta.

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión Especial encargada de la Armonización de nuestra Legislación Estatal con la Federal en Materia Político-Electoral,  para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 9 D del Orden del Día aprobado. 

Diputada Claudia Elisa Morales Salazar: 

Buenas tardes.

Con su permiso,  Diputada Vicepresidenta. 

La estimulación temprana es el conjunto de técnicas y actividades especiales educativas, empleadas en niños de entre el nacimiento y los seis años de vida. Ésta tiene el objetivo de desarrollar al máximo las capacidades cognitivas, físicas y psíquico emocionales del niño, permitiendo evitar estados no deseados durante el desarrollo del infante. También pretende ayudar a los padres, de forma eficaz y autónoma, en el cuidado y desarrollo del infante dentro de esta etapa vital.


Durante esta etapa se perfecciona la actividad de todos los órganos de los sentidos, en especial, los relacionados con la percepción visual y auditiva del niño, esto le permitirá reconocer y diferenciar colores, formas y sonidos. Por otro lado, lo procesos psíquicos y las actividades que se forman en el niño durante esta etapa constituyen habilidades que resultarán imprescindibles en su vida posterior.

La Organización Mundial de la Salud (OMS), refiere que el 60% de los niños menores de 6 años no se encuentran estimulados en su desarrollo, esto podría condicionar un retraso en cualquiera de sus tres esferas; así mismo, la Organización Mundial de la Salud refiere además que esta desatención se presenta mucho más en las áreas rurales, la estimulación temprana, busca preparar al niño de manera oportuna y ofrecerle una gama de experiencias que le permitirán formar las bases para la adquisición de futuros aprendizajes. 

Para favorecer el óptimo desarrollo del niño, las actividades de estimulación temprana se enfocan en 3 áreas: área cognitiva, motriz y socio-emocional.

· El área cognitiva le permitirá al niño comprender, relacionar, adaptarse a nuevas situaciones, haciendo uso del pensamiento y la interacción directa con los objetos y el mundo que lo rodea. Para desarrollar esta área el niño necesita de experiencias y vivencias para poder desarrollar sus niveles de pensamiento, su capacidad de razonar, poner atención, seguir instrucciones y reaccionar de forma rápida ante diversas situaciones.

· El área motriz está relacionada con la habilidad para moverse y desplazarse, permitiendo al niño tomar contacto con el mundo. También comprende la coordinación entre lo que se ve y lo que se toca, lo que lo hace capaz de tomar los objetos con las manos, pintar, correr, saltar, etc. Para desarrollar esta área es necesario dejar al niño tocar, manipular y permitir que explore sin dejar de establecer límites frente a posibles riesgos.

· El área socio-emocional incluye las experiencias afectivas y la socialización del niño, le permite sentirse querido y seguro, capaz de relacionarse con otros de acuerdo a normas comunes. Para el adecuado desarrollo de esta área es primordial la participación de los padres o tutores como primeros generadores de vínculos afectivos, es importante brindarles seguridad, cuidado, atención y amor además de servir de referencia o ejemplo pues aprenderán cómo relacionarse.

· Los valores de la familia, el afecto y las reglas de la sociedad le permitirán al niño, poco a poco, dominar su propia conducta, expresar sus sentimientos y ser una persona independiente y autónoma.

Investigaciones de la OMS afirman que el cerebro evoluciona de manera sorprendente en los primeros años de vida y es el momento en el que hace más eficaz el aprendizaje, esto debido a que el cerebro tiene mayor plasticidad, es decir, establece conexiones entre neuronas con mayor facilidad (este proceso se presenta aproximadamente hasta los 6 años de edad). Después de los 6 años, algunos circuitos neuronales se regeneran y otros se atrofian, por ello el objetivo de la estimulación temprana es conseguir el mayor número de conexiones neuronales haciendo que estos circuitos se regeneren continuamente y sigan funcionando.
En ese sentido, queda claro que durante los primeros 6 años de vida son un periodo vital para toda persona, caracterizado por un potente ritmo evolutivo, donde la adaptación del sistema nervioso y el cerebro determinan el desarrollo físico y psicológico posterior. Dado lo anterior, vemos que este corto tiempo de vida es crítico y además es  fundamental, ya que se crean conexiones neuronales, que de realizarse de forma inadecuada o incorrecta, se corre el riesgo de padecer alteraciones o discapacidades irreversibles.

Se debe garantizar que las primeras experiencias con el mundo exterior, generen el máximo desarrollo de los potenciales y capacidades de las personas. Por tal motivo, la adecuada estimulación temprana, requiere que el cerebro reciba oportunamente diversos estímulos percibidos por los sentidos, pero no se trata solamente de masajes y caricias, sino una formación integral de la estructura cerebral, en base a técnicas científicas

Es por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañeros que la socialdemocracia les hace un llamado a sumarnos a la presente iniciativa, la cual presento ante este Honorable recinto.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCION VI AL ARTÍCULO 56 DE LA LEY ESTATAL SALUD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO PRIMERO: Se adiciona la fracción VI al artículo 56 de la Ley Estatal de Salud del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO  56. 

I a la V....…………………………………………………………………………….

VI.- La atención de los infantes de hasta 6 años de edad, para que reciban la adecuada estimulación temprana de acuerdo con las normas técnicas en materia de salud pública.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de 

su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila,  a 8 de Junio del  2016

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

Es cuanto, Diputada Vicepresidenta.

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Martha Garay Cadena, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 9 E del Orden del Día aprobado. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Con su permiso, Vicepresidenta. 

Honorable Pleno del Congreso del Estado. 

Los que suscribimos la presente iniciativa en el ejercicio de las facultades que nos confieren los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21, fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura nos permitimos someter al mismo la presente iniciativa de decreto, por el que se reforma el Artículo 36 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

De acuerdo con la Organización de la Naciones Unidas, se calcula que mil millones de personas en el mundo viven con discapacidad; en palabras del referido organismo: constituyen “la minoría más amplia del mundo”. No obstante, la historia nos muestra que las personas con discapacidad se han encontrado de forma recurrente ante escenarios adversos, en donde el desconocimiento de sus derechos y de su autonomía constituye un denominador común.

Incluso, actualmente la Organización de las Naciones Unidas reconoce que las personas con discapacidad no disfrutan del acceso a la sociedad de igual forma que otros, incluido en áreas como el transporte, el empleo, la educación y la vida política y social. 

Vivir con una discapacidad implica, entonces, enfrentar constantes obstáculos sociales y materiales, así como diversas expresiones de discriminación, lo que sitúa a las personas con discapacidad en un estado de desventaja y exclusión social, y a su vez, puede generar una existencia vinculada a la institucionalización, medicación, sometimiento y dependencia.

Si bien recientemente se ha logrado transitar a una etapa en la que se disocia a la discapacidad del término enfermedad y se ha vinculado este concepto a los derechos humanos bajo el reconocimiento de su dignidad y autonomía, aún queda un gran camino por recorrer.

En ese sentido, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, obligan a los Estados Partes a adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad.

Lo anterior supone la implementación de espacios adecuados para lograr la accesibilidad universal, como una de las medidas indispensables para la protección, desarrollo y ejercicio de los derechos humanos de las personas con discapacidad.

En tal virtud, eliminar las barreras físicas y sociales y facilitar el acceso, la comunicación, el libre desplazamiento y un mejor aprovechamiento de los espacios públicos y privados a este grupo de población contribuye a su desarrollo integral y abona a una vida autónoma e independiente. 

Recientemente, se aprobó por esta Soberanía una iniciativa de reforma con la finalidad de que las personas de talla pequeña fueran consideradas personas con discapacidad, se señaló en dicha iniciativa que ese reconocimiento permitiría generar nuevas acciones y medidas tendentes garantizar su autonomía, desarrollo integral y pleno ejercicio de sus derechos humanos.

Ese primer paso, nos da la posibilidad de construir una serie de acciones específicas en favor de las personas de talla pequeña desde una perspectiva de derechos humanos, como las que se pueden realizar en favor de las personas con otro tipo de discapacidad.

Al respecto, el artículo 36 de la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que “Las instancias encargadas de autorizar los proyectos para la construcción, adaptación o remodelación, así como la apertura de espacios destinados a prestar servicios al público, especialmente clínicas, hospitales, hoteles, restaurantes, oficinas públicas, bancos, terminales de pasajeros, plazas comerciales y tiendas de autoservicio, plazas públicas, parques recreativos y unidades deportivas, deberán obligar a que se instalen, según corresponda a la magnitud y clase del proyecto, sanitarios, baños, estacionamientos, elevadores, rampas y salidas de emergencia adaptados a las personas que se desplacen en silla con ruedas, así como guías o surcos lineales para personas con discapacidad visual”.
Como se puede advertir, si bien el referido ordenamiento establece una serie de acciones y medidas a cargo de las autoridades que tienen por objeto el desarrollo e inclusión de las personas con discapacidad, dicho artículo enumera una serie de medidas específicas que se deben implementar en favor de las personas que se desplacen en silla de ruedas, así como para personas con discapacidad visual, a partir de la valoración que se ha asumido respecto de los obstáculos materiales y arquitectónicos que pueden enfrentar en los lugares que en el propio artículo se señalan.

Al igual que las personas que se desplazan en silla de ruedas y las personas con discapacidad visual, las personas de talla baja enfrentan también una serie de obstáculos en su entorno, debido a la falta de ese diseño arquitectónico que permita la accesibilidad universal. En ese sentido, se considera necesario realizar una modificación al referido numeral, a efecto de establecer una serie de medidas específicas y añadir la presencia de escalones universales, fijos y móviles, que permitan a las personas de talla baja, acceder y permanecer en los lugares que se establecen en el artículo de referencia. 

Esto permitirá generar la obligación de realizar los ajustes necesarios y razonables en la infraestructura pública y privada para que las personas de talla pequeña puedan tener acceso universal a todos los lugares, abonando a su autonomía, desarrollo integral y pleno ejercicio de sus derechos humanos. 

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY PARA EL DESARROLLO E INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 36 para quedar como sigue:

Artículo 36°.- Las instancias encargadas de autorizar los proyectos para la construcción, adaptación o remodelación, así como la apertura de espacios destinados a prestar servicios al público, especialmente clínicas, hospitales, hoteles, restaurantes, oficinas públicas, bancos, terminales de pasajeros, plazas comerciales y tiendas de autoservicio, plazas públicas, parques recreativos y unidades deportivas, deberán obligar a que se instalen, según corresponda a la magnitud y clase del proyecto, ventanillas, taquillas, asientos, sanitarios, baños, estacionamientos, elevadores, rampas y salidas de emergencia adaptados a las personas que se desplacen en silla con ruedas y para las personas de talla pequeña, para quienes se deberá contar además con escalones universales fijos y móviles,  así como guías o surcos lineales para personas con discapacidad visual.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 06 DE JUNIO DE 2016.

ATENTAMENTE.

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA      
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Es cuanto, señora Presidenta. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada  a la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Carolina Morales Iribarren, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 9 F del Orden del Día aprobado. 

Diputada Martha Carolina Morales Iribarren: 

Con su venia, Diputada Presidenta. 

Honorable Pleno del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

La que suscribe, Diputada Carolina Morales Iribarren, integrante del Grupo Parlamentario  "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional de la Sexagésima Legislatura del Honorable Congreso del Estado, con fundamento en los artículos 59 fracción I, 60 y 67 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción V, 152 fracción I, 158 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, someto a la consideración de esta honorable Asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto, por la que se adiciona la fracción XVI, al Artículo 7, así como la fracción VIII, al Artículo 88 de la Ley Estatal de Educación, con base en la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

Es en casa es donde aprendemos valores y principios para hacer frente a la vida, donde adquirimos fortaleza en el carácter que nos permiten llegar a ser adultos responsables y comprometidos con la sociedad para lograr un mejor entorno para nuestras familias y comunidades.

Sin embargo, la situación que atraviesa nuestra sociedad nos presenta diversos retos que debemos enfrentar de manera responsable pero sobre todo compartida.

Diversos estudios realizados, ponen en evidencia la realidad en la que vivimos los mexicanos; las deficiencias y obstáculos que día a día enfrentamos y que para nosotros como representantes populares deben ser el centro de nuestro actuar.

Constantemente nos enteramos de como la drogadicción, la obesidad, el bullying, el embarazo en adolescentes son una realidad que va en crecimiento y que requiere de nuestra atención urgente, pues son en detrimento de nuestros niños, niñas y adolescentes, debido a que vulneran su seguridad, integridad, salud, desempeño, estabilidad emocional e incluso su futuro personal, laboral y económico.

Por este motivo, voy a señalar algunas referencias sobre la problemática expuesta:

* Drogadicción: 

De acuerdo a la Encuesta Nacional de Drogadicción en Estudiantes 2014
, el 4.7% de niños y el 1.7% de niñas estudiantes de primaria han probado alguna droga, mientras que el 12.8% de hombres y el 12.1% de mujeres en secundaria la han probado y en  bachillerato las cifras aumentan a un 28.4% para los hombres y 21.9% para las mujeres.

* Bullying: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH),  señaló que el número de menores afectados por este fenómeno, aumentó en los últimos dos años un 10%, al grado de que 7 de cada 10 han sido víctimas de violencia.

*Obesidad:

De acuerdo con cifras del Fondo Internacional de Emergencia de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) en México, nuestro país ocupa el primer lugar mundial en obesidad infantil y el segundo en obesidad en adultos, solamente precedido por Estados Unidos.

* Embarazo Adolescente:

El embarazo a esta edad no solo representa un problema de salud para la madre y su hijo, sino que además tiene una gran repercusión económica, ya que implica menores oportunidades educativas o el abandono total de los estudios, además del contexto de exclusión que pueden llegar a sufrir.

Por ello es oportuno reconocer y aprovechar el valor que merece la aportación que puede y debe otorgarse desde el hogar no solamente para consolidad conocimientos adquiridos en la escuela sino para inculcar valores como la confianza, valores y seguridad para en conjunto hacer de la educación una verdadera herramienta de transformación social.

La intención de esta propuesta es involucrar a los padres en el conocimiento de estos temas que aunque parezcan alejados de nuestro entorno la realidad es que están más cerca de lo que queramos aceptar y es por esta razón, que debemos de dotarlos de las herramientas necesarias para que identifiquen pero sobre todo puedan prevenir y atender situaciones de riesgo para sus hijos. 

Además de que les permitan orientarlos de acuerdo a su edad y sus necesidades,  tomando en cuenta factores externos como el crecimiento en la tecnología y de las redes sociales, que son cosas comunes entre las nuevas generaciones y que no todos los padres de familia utilizan.

Con esto generamos esquemas de participación activa de los padres de familia respecto a la formación de sus hijos a través de la impartición de programas y tareas que fortalezcan su conocimiento para el combate de la drogadicción, bullying, obesidad y el embarazo adolescente, para promover la corresponsabilidad y mejorar de una vez por todas la calidad de vida de niños, niñas y adolescentes y con ello el futuro de nuestro país. 

Por lo anterior y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este Honorable   Congreso del Estado, la siguiente Iniciativa con:

PROYECTO DE DECRETO

Artículo Único: Se adiciona la fracción XVI al artículo 7 así como la fracción VIII del artículo 88 de la Ley Estatal de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 7.-  La educación que impartan el Estado, los Municipios, los organismos descentralizados, los órganos desconcentrados y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios tendrá, además de los fines y criterios establecidos por el Artículo 3° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General de Educación, los siguientes:

I al XV .- ... ...

XVI.- Crear, sin menoscabo de la libertad y el respeto absoluto a la dignidad humana, conciencia sobre la preservación de la salud, la sexualidad en cada etapa de la vida, la integración y planeación familiar, la paternidad responsable, los perjuicios que causen las sustancias tóxicas, así como propiciar el rechazo a las adicciones y conductas delictivas o violentas fomentando el conocimiento de sus causas, riesgos y consecuencias.

Artículo 88.- Son obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o representación legal:

I al VII.- ... ...

VIII.-  La realización de tareas y programas de apoyo tendientes a reforzar los fines de la educación, en términos de la presente ley.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 06 de junio de 2016

Por el Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

del Partido Revolucionario Institucional

DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a las comisiones de Educación, Cultura y Actividades Cívicas y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua,  para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Georgina Cano Torralva, para que haga una exposición general de la iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 9 G del Orden del Día aprobado. 

Diputada  Georgina Cano Torralva:

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

Honorable Pleno del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Con fundamento en los Artículos 59, fracción I y 60 de la Constitución Política del Estado y los Artículos 152 y 163 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, presentamos la siguiente iniciativa de decreto por la que se reforma el Artículo 3009, del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, conforme a la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Existen situaciones en la vida de las personas y en la dinámica de las empresas en las que es necesario o conveniente otorgar facultades de representación para determinados actos jurídicos o materiales. 

Y para ellos se han creado figuras legales que permiten confiar actos de voluntad en un tercero para el caso de que personalmente no contemos con el tiempo o los conocimientos necesarios para efectuar determinadas negociaciones, e inclusive en previsión de que una incapacidad o enfermedad nos impidiera expresarla o ejercerla en el futuro.

Con estas figuras me refiero al mandato, mejor conocido como poder.

Un poder es un documento público autorizado por un notario que permite a una persona o empresa designar a otra como su representante para que actúe en su nombre en determinados actos jurídicos, de modo que el representante deberá acreditar su facultad de apoderado  mediante la exhibición de la copia autorizada del poder.


Efectivamente la existencia de esta figura puede representar una gran ventaja para la persona que lo otorga, sin embargo, existen ocasiones en las que lejos de representar la ventaja esperada, con el tiempo se convierten en algo contraproducente para quien lo ha otorgado y para los terceros de buena fe que en determinado momento pudiesen negociar con un apoderado.


Una vez otorgado el poder, en cierta manera escapa de nuestro control el destino de determinado objeto o determinados negocios o contrataciones practicadas por el facultado. El apoderado puede hacer o contratar a nuestro nombre, y lo que haga en el supuesto beneficio de nuestros intereses con respecto a terceros de buena fe nos obliga. 

Surgen ocasiones con el pasar del tiempo en que las circunstancias que en un determinado momento nos llevaron a la conclusión de confiar en la persona a favor de la cual otorgamos un poder o mandato pueden cambiar, siendo con ello necesario acudir ante notario a efectuar el trámite correspondiente para eliminar este  poder, a través de la revocación, lo que representa un gasto y también  una erogación  de tiempo para quienes desean realizarlo.

Por otra parte se da el caso de los apoderados que dejan de trabajar en la empresa a la cual representaban y conservan la responsabilidad de rendir cuentas, cuando el poderdante no se dio a la tarea de revocar el poder al terminar la relación laboral, entonces es el propio apoderado el que se ve en la necesidad de acudir ante el Notario para solicitar la renuncia de dicho poder con la finalidad de terminar con las obligaciones que este le confería. 

A la hora de analizar las consecuencias que pueden traer los actos realizados por un apoderado, en protección tanto del poderdante como de los terceros de buena fe, el factor tiempo pudiera representar una gran solución.


Como medida de protección jurídica para los poderdantes así como los terceros y los propios apoderados, lo ideal sería otórgales una vigencia, dejando así a salvo la decisión en un momento determinado, al pasar el término de validez del poder quien lo otorga podrá renovarlo o bien dejarlo para que caduque al cumplirse el tiempo por el que fue otorgado, sin que ello le represente mayo problema y va a quedar también protegido con el paso del tiempo. 


Podemos toparnos también en la práctica, con personas que tratan de revocar poderes otorgados, en los que el apoderado realizó actos sin informarle, hasta que resulta que al pasar de los años son sujetos obligados con las negociaciones que realizó el mandatario y tienen que responder por ello e incluso sufrir sus consecuencias. 


Pues bien, al limitar el tiempo de vigencia de los poderes podríamos darle protección jurídica a estas personas, respecto de sus bienes adquiridos con posterioridad a dicho en vigencia o en negociaciones realizadas después de un determinado tiempo de ser víctima de estas acciones. 


Existe también el supuesto de que personas que ya no trabajan para determinado negocio o empresa a los cuales se les había otorgado un poder y lo siguen utilizando, mientras que el poderdante no es enterado de tal situación. 


O casos en que el apoderado continúa realizando negociaciones o contrataciones, sobre todo de créditos, aun cuando el poderdante ha fallecido, aprovechándose así de terceros que ignoran la circunstancia. 


Así como estos, podemos encontrar numerosos casos en la práctica, por ello, quienes suscribimos consideramos que debe estudiarse la posibilidad de otorgar un término fijo de validez en los poderes o mandatos judiciales. 

Es así que en base a lo antes expuesto ponemos a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:
DECRETO

ÚNICO. Se reforma el artículo 3009 del Código Civil para el Estado de Coahuila para quedar como sigue:

ARTÍCULO 3009… 

I… 

II... 

III...

IV. 
El mandato a que se refiere el presente artículo tendrá una vigencia de tres años, a partir de que se dio la declaración unilateral del poderdante en favor del apoderado, salvo que antes de que se cumpla ese tiempo, el mandante lo revoque. Cualquier disposición que establezca un plazo superior se tendrá por no puesta.

El mandato que hubiere sido otorgado hasta antes esta reforma perderá su vigencia un año después de la entrada en vigor del presente decreto. 

TRANSITORIOS

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 7 de junio de 2016.

DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA 

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA     
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Es cuanto, Diputada Presidenta.

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, se concede la palabra al Diputado Shamir Fernández Hernández, para que dé una exposición general de la propuesta de iniciativa que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 9 H del Orden del Día aprobado. 

Diputado Shamir Fernández Hernández: 

Con su permiso, Diputada Presidenta. 

Con lo dispuesto en los Artículos 168 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, hago uso de esta tribuna a fin de hacer una exposición general para poner a consideración ante esta Soberanía el ejercicio de la facultad de la legislatura, contemplada en los artículos 71, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 67 fracción II de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para iniciar ante el Congreso de la Unión las leyes y decretos de su competencia, a fin de que se haga una propuesta de iniciativa de reforma de los artículos 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 362 del Código de Comercio, 2395 del Código Civil Federal a fin de que inhibir la usura al tenor de las siguientes consideraciones. 

El tema del pago de  intereses en los actos de comercio ha sido objeto de frecuentes discusiones en la sociedad, en busca de mayor justicia en la solución de las controversias surgidas por el cobro excesivo de intereses, toda vez que existen numerosos casos en todo el territorio nacional en donde se abusa de la necesidad del deudor, incurriéndose en actos de usura, fijándose en los títulos de crédito denominados pagaré o en contratos de muto, tasas de interés desproporcionadas y al momento de ser llevados para su cobro ante órgano jurisdiccional, al emitirse una sentencia definitiva y su posterior cuantificación monetaria, lo demandados se encuentran frente a una deuda que resulta imposible liquidar, teniendo que poner en riesgo su patrimonio para poder cubrir el monto reclamado. 

En el Código de Comercio relativo a los préstamos mercantiles el artículo 362 dispone que los deudores que demoren el pago de sus deudas deberán satisfacer, desde el día siguiente al del vencimiento, el interés pactado para este caso, o en su defecto el seis por ciento anual. Resulta evidente que en dicha disposición el interés convencional carece de límite o tope máximo, omisión que propicia que la tasa no se acuerde, sino se imponga al deudor generalmente en una franca situación de plena desventaja ante el ánimo de lucro de la parte acreedora. 

Disposiciones iguales y similares se encuentran en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y en el Código Civil Federal.  

El cobro excesivo de los intereses en los préstamos de dinero, debido a la gravedad de los abusos que se cometen, es una situación que debe ser analizada bajo la luz de las garantías individuales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales suscrito por nuestro país.

El Artículo 21 apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, prevé la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, como fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. 

Lo anterior se corrobora del contenido de ese numeral normativo, el cual señala:

Convención Americana sobre los Derechos Humanos
Artículo 21.  Derecho a la Propiedad Privada
3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre deben ser prohibidas por la ley.

El numeral 3 del dispositivo legal invocado, define a la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre e impone el deber de que la ley prohíba tal conducta. La usura se configura por la existencia de un interés excesivo en un préstamo; entre tanto la explotación del hombre consiste en que un ser humano o persona jurídica utilice en provecho propio y de modo abusivo la propiedad de otro ser humano o persona.

Respecto al cobro excesivo de intereses y la observancia del principio “pro persona”, consagrada en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de la tesis 350/2013, consideró que para el caso de que el interés pactado en documento de crédito de los denominados como pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente excesivo y usuario, acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias del expediente, debe de oficio inhibir tal cláusula apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre la tasa de interés que  resulte  no excesiva. Asimismo, enunció los parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter excesivo de los intereses.

En atención a lo anterior y toda vez que la Primera Sala de Suprema Corte de Justicia de la Nación, estimó que como la Convención Americana sobre los derechos humanos prevé la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, según lo dispone en su artículo 21 numeral 3, previamente mencionado.

Entonces consideramos procedente la presentación de la presente propuesta de iniciativa a efecto que las disposiciones de los ordenamientos legales relativos al pacto de intereses derivados de una actividad comercial se establezcan ante los órganos jurisdiccionales, tenga la facultad para realizar un análisis oficioso y si es el caso en que exista una notoria desproporción en el pacto de los intereses, que se supera las tasas de interés anualizadas que pacte las instituciones de crédito, se limite a inhibir la condición usuraria de los pactos entre particulares deba pactarse de los estipulados y fijar la condena la condena sobre una tasa reducida prudencialmente. 

De igual manera es necesario señalar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido el Control de Convencionalidad ex officio debe aplicarse en cualquier caso en que la autoridad jurisdiccional advierta que hubo violación a los derechos fundamentales reconocidos por los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano haya intervenido, por lo que no se requiere, expreso, por parte del demandado e incluso en plena garantía y protección de esos derechos bajo los principios de universalidad, interdependencia y progresividad, los órganos de control constitucional  han hecho efectivo dicha protección en los casos en que al demandado le haya sido acusada la rebeldía procesal, el juzgador  puede y debe tutelar el derecho humano del enjuiciado a no ser víctima de usura.

De un análisis  integral de la citada norma convencional y de los criterios realizados por el la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resulta  imperativo que los ordenamientos legales en los cuales se contempla el pacto de intereses, como lo son los cuerpos normativos que se pretenden modificar deben de ser reformados a efecto de que se prohíba la usura y de esta forma contribuir a la  armonización legislativa en materia de derechos humanos que resulta indispensable para que el orden jurídico creado por el Congreso Federal y de los Congreso Locales, contemple los derechos que los instrumentos internacionales establecidos; toda vez, como ya ha quedado de manifestó, de acuerdo con el artículo 217 de la ley de Amparo, la jurisprudencia es obligatoria para los jueces en este caso, del orden civil o mercantil según su denominación; sin embargo, para lograr la protección de los derechos  fundamentales y convencionales  en los términos ya expuestos, actualmente es necesario que el demandado lo solicite en forma expresa en el juicio civil o mercantil o en su caso, recurra al amparo y la protección de la justicia federal mediante la interposición de un Juicio de Garantías, con el costo económico al demandado y deudor que supone dicho medio de defensa constitucional, es por ello que los principios fundamentales deben estar plasmados en la legislación secundaria y ser aplicado el Control de Convencionalidad Ex Officio, lo cual motiva la presentación de la presente iniciativa. 
De tal modo, se sugiere incorporar en  los artículos  174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito,  362 del Código de Comercio y 2395 del Código Civil Federal los principios señalados con antelación a efecto de que el juzgador que conozca del juicio  relacionada con el reclamo del pago de los intereses pactados, la atribución de reducir ex officio la tasa de interés pactada, y si la misma es usuraria, , acorde con las circunstancias particulares y propias del caso concreto y  los elementos que obren en los autos del juicio.
El principal objetivo de la presente propuesta de iniciativa obedece al interés primordial de proteger  los intereses de la ciudadanía, y  en este caso en cuanto a su patrimonio corresponde, toda vez que el cargo representativo que nos fuera otorgado,   exige impulsar reformas para proteger los derechos fundamentales principalmente cuando se trata de aquellos plenamente reconocidos por la Constitución Federal, los Tratados Internaciones y en este caso como ha quedado plenamente advertido, por la interpretación de la ley que ha realizado el más Alto Tribunal de este país; con la reforma constitucional de 2011 en la cual se establece que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia mediante la aplicación del principio pro persona. 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, se  solicita a esta Soberanía, en uso de las facultades que le son otorgadas para iniciar ante el Congreso de la Unión las Leyes y decretos de su competencia, de conformidad en lo dispuesto en los artículos 71 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y así al artículo 67 fracción II de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza,  la presente propuesta de iniciativa. 

Es cuanto, Diputada Presidenta. 

(texto íntegro de la Propuesta de Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 382 del Código de Comercio y 2395 del Código Civil Federal).
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTICULOS  174 DE LA LEY GENERAL DE TITULOS Y OPERACIONES DE CREDITO,  362 DEL CODIGO DE COMERCIO Y 2395 DEL CODIGO CIVIL FEDERAL, QUE PRESENTA EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN; PARA PONER A CONSIDERACION DE ESTA SOBERANIA EL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE LA LEGISLATURA CONTEMPLADA EN LOS ARTICULOS 71 FRACCION III DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 67 FRACCION II DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA INICIAR ANTE EL CONGRESO DE LA UNION LAS LEYES Y DECRETOS DE SU COMPETENCIA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
P r e s e n t e.- 

El que suscribe Diputado Shamir Fernández Hernández, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como el artículo 21 fracción V, y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTICULOS  174 DE LA LEY GENERAL DE TITULOS Y OPERACIONES DE CREDITO,  362 DEL CODIGO DE COMERCIO Y 2395 DEL CODIGO CIVIL FEDERAL PARA PONER A CONSIDERACION DE ESTA SOBERANIA EL EJERCICIO DE LA FACULTAD DE LA LEGISLATURA CONTEMPLADA EN LOS ARTICULOS 71 FRACCION III DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 67 FRACCION II DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA INICIAR ANTE EL CONGRESO DE LA UNION LAS LEYES Y DECRETOS DE SU COMPETENCIA, DE ACUERDO CON LA SIGUIENTE:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Planteamiento del Problema 

En los Ordenamientos Civiles y Mercantiles del fuero federal se regulan las relaciones comerciales como es el préstamo de dinero, permitiendo a las partes contratantes la fijación de un interés convencional y a falta de éste, en el menor de los casos, se contempla la aplicación del interés legal. Por intereses ordinarios se entienden los que se causan a partir de la celebración del acto y hasta la fecha que se señale para el vencimiento del plazo para el pago; y por intereses moratorios, los que se generan a partir del día siguiente a la fecha señalada para el pago de la obligación monetaria y hasta aquella en que se pague totalmente el adeudo.

El tema del pago de  intereses en los actos de comercio ha sido objeto de frecuentes discusiones en la sociedad, en busca de mayor justicia en la solución de las controversias surgidas por el cobro excesivo de intereses, toda vez que existen numerosos casos en todo el territorio nacional en donde se abusa de la necesidad del deudor, incurriéndose en actos de usura, fijándose en los títulos de crédito denominados pagaré o en contratos de muto, tasas de interés desproporcionadas y al momento de ser llevados para su cobro ante órgano jurisdiccional, al emitirse una sentencia definitiva y su posterior cuantificación monetaria, lo demandados se encuentran frente a una deuda que resultará imposible liquidar, teniendo que poner en riesgo su patrimonio para poder cubrir el monto reclamado. 

En el Código de Comercio relativo a los préstamos mercantiles el artículo 362 dispone que los deudores que demoren el pago de sus deudas deberán satisfacer, desde el día siguiente al del vencimiento, el interés pactado para este caso, o en su defecto el seis por ciento anual. Resulta evidente que en dicha disposición el interés convencional carece de límite o tope máximo, omisión que propicia que la tasa no se acuerde, sino se imponga al deudor generalmente en una franca situación de plena desventaja ante el ánimo de lucro de la parte acreedora. Disposiciones con la misma similitud se encuentran en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y en el Código Civil Federal.  

El cobro excesivo de intereses en los préstamos de dinero, debido a la gravedad de los abusos que se cometen, es una situación que debe ser analizada bajo la luz de las garantías individuales consagradas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales suscrito por nuestro país.

Argumentos que sustentan la iniciativa:

En el mes de junio de 2011, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación, diversas reformas realizadas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de derechos humanos.  Este decreto modificó, entre otros, el artículo 1 constitucional párrafos segundo y tercero, mediante la incorporación del principio “pro persona”. Este principio fue incorporado en el párrafo segundo de dicho artículo, el cual establece que “Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.” 

Asimismo, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio “pro persona”, lo anterior de conformidad de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

De los anteriores mandatos constitucionales se desprende dicho principio “pro persona”, el cual tiene como fin acudir a la norma más protectora y, en su caso, preferir la interpretación de mayor alcance de ésta al reconocer y garantizar el ejercicio de un derecho fundamental.  Este principio que tiene esencialmente su origen en el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria.

Asimismo, ha adquirido una amplia aceptación por el hecho de que el umbral fundamental en materia de derechos humanos es "la maximización y optimización del sistema de derechos y el reforzamiento de sus garantías", además de que "coincide con el rasgo fundamental del derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre".

Ahora bien, el precepto 21 apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, prevé la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, como fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. Lo anterior se corrobora del contenido de ese numeral normativo, el cual señala:

Convención Americana sobre los Derechos Humanos
Artículo 21.  Derecho a la Propiedad Privada
1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de los bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.

 

2. Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley.’

 

3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el hombre deben ser prohibidas por la ley.

El numeral 3 del dispositivo legal invocado, define a la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre e impone el deber de que la ley prohíba tal conducta. La usura se configura por la existencia de un interés excesivo en un préstamo; entre tanto la explotación del hombre consiste en que un ser humano o persona jurídica utilice en provecho propio y de modo abusivo la propiedad de otro ser humano o persona.

Respecto al cobro excesivo de intereses y la observancia del principio “pro persona”, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el día diecinueve de febrero de dos mil catorce, en la jurisprudencia 47/2014 (10ª), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 402, al resolver la contradicción de tesis 350/2013, consideró que para el caso de que el interés pactado en documento de crédito de los denominados como pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente excesivo y usuario, acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias del expediente, debe de oficio inhibir tal cláusula apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre la tasa de intereses que no resulte excesiva. Asimismo, enunció los parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter excesivo de los intereses.

PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.

El párrafo segundo del citado precepto permite una interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al prever que en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se pactarán por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal; pues ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de acordar intereses no es ilimitada, sino que tiene como límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. Así, el juzgador que resuelve la litis sobre el reclamo de intereses pactados en un pagaré, para determinar la condena conducente (en su caso), debe aplicar de oficio el referido artículo 174, acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y los elementos de convicción con que se cuente en cada caso, para que dicho numeral no pueda servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses usurarios, por lo que si el juzgador adquiere convicción de oficio de que el pacto de intereses es notoriamente usurario acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias de actuaciones, entonces debe proceder, también de oficio, a inhibir esa condición usuraria apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente para que no resulte excesiva, mediante la apreciación razonada, fundada y motivada, y con base en las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la vista al momento de resolver. Ahora bien, cabe destacar que constituyen parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter notoriamente excesivo de una tasa de interés -si de las constancias de actuaciones se aprecian los elementos de convicción respectivos- los siguientes: a) el tipo de relación existente entre las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) el monto del crédito; e) el plazo del crédito; f) la existencia de garantías para el pago del crédito; g) las tasas de interés de las instituciones bancarias para operaciones similares a las que se analizan, cuya apreciación únicamente constituye un parámetro de referencia; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que generen convicción en el juzgador. Lo anterior, sobre la base de que tales circunstancias puede apreciarlas el juzgador (solamente si de las constancias de actuaciones obra válidamente prueba de ellos) para aumentar o disminuir lo estricto de la calificación de una tasa como notoriamente excesiva; análisis que, además, debe complementarse con la evaluación del elemento subjetivo a partir de la apreciación sobre la existencia o no, de alguna situación de vulnerabilidad o desventaja del deudor en relación con el acreedor.

Asimismo y de acuerdo con la jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y la ya mencionada, los órganos jurisdiccionales, tienen en todo momento la obligación de analizar en forma oficiosa que no se incurra en usura de los intereses pactados y de ajustar el contenido del artículo 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito a una interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos ratificada por nuestra país en 1981; al ser obligatoria la aplicación de esos criterios de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo que a la letra establece:
 

Artículo 217. La jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia de la Nación, funcionando en pleno o en salas, es obligatoria para éstas tratándose de la que decrete el pleno, y además para los Plenos de Circuito, los tribunales colegiados y unitarios de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales.

La jurisprudencia que establezcan los Plenos de Circuito es obligatoria para los tribunales colegiados y unitarios de circuito, los juzgados de distrito, tribunales militares y judiciales del orden común de las entidades federativas y tribunales administrativos y del trabajo, locales o federales que se ubiquen dentro del circuito correspondiente.

La jurisprudencia que establezcan los tribunales colegiados de circuito es obligatoria para los órganos mencionados en el párrafo anterior, con excepción de los Plenos de Circuito y de los demás tribunales colegiados de circuito.

La jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna.

PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)].

Una nueva reflexión sobre el tema del interés usurario en la suscripción de un pagaré, conduce a esta Sala a apartarse de los criterios sostenidos en las tesis 1a./J. 132/2012 (10a.), así como 1a. CCLXIV/2012 (10a.), en virtud de que en su elaboración se equiparó el interés usurario con el interés lesivo, lo que provocó que se estimara que los requisitos procesales y sustantivos que rigen para hacer valer la lesión como vicio del consentimiento, se aplicaran también para que pudiera operar la norma constitucional consistente en que la ley debe prohibir la usura como forma de explotación del hombre por el hombre; cuando esta última se encuentra inmersa en la gama de derechos humanos respecto de los cuales el artículo 1o. constitucional ordena que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar. Así, resulta que el artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, prevé la usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, como fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo; pero además, dispone que la ley debe prohibir la usura. Por lo anterior, esta Primera Sala estima que el artículo 174, párrafo segundo, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, que prevé que en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se pactaran por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal, permite una interpretación conforme con la Constitución General y, por ende, ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de acordar intereses tiene como límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado de un préstamo; destacando que la adecuación constitucional del precepto legal indicado, no sólo permite que los gobernados conserven la facultad de fijar los réditos e intereses que no sean usurarios al suscribir pagarés, sino que además, confiere al juzgador la facultad para que, al ocuparse de analizar la litis sobre el reclamo de intereses pactados en un pagaré y al determinar la condena conducente (en su caso), aplique de oficio el artículo 174 indicado acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción con que se cuente en cada caso, a fin de que el citado artículo no pueda servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses mediante la cual una parte obtenga en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de su contrario un interés excesivo derivado de un préstamo. Así, para el caso de que el interés pactado en el pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente excesivo y usurario acorde con las circunstancias particulares del caso y las constancias de actuaciones, aquél debe proceder de oficio a inhibir esa condición usuraria apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente que no resulte excesiva, mediante la apreciación de oficio y de forma razonada y motivada de las mismas circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la vista el juzgador al momento de resolver.

De acuerdo con los criterios jurisprudenciales emitidos por  Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el cobro de intereses excesivos ha sido definido como de análisis oficioso, ya que  al resolver la contradicción de tesis 350/2013 determinó que en los procesos jurisdiccionales el análisis del interés usurario no se halla limitado a la demostración de los requisitos procesales y sustantivos que rigen para hacer valer la lesión como vicio del consentimiento y estableció directrices para determinar el alcance en la protección de los derechos humanos en relación con el tema de la usura como una forma de explotación "del hombre por el hombre", lo anterior en cuanto a lo dispuesto en la Convención Americana sobre los Derechos Humanos conocida también como “Pacto de San José de Costa Rica”, determinando el Alto Tribunal que la usura en términos del instrumento convencional, consiste en que una persona obtenga provecho de otro y de modo abusivo sobre la propiedad de otro, un interés excesivo derivado de un préstamo.

Como parte de los actos de comercio, son los intereses pactados los que pueden producir una práctica de usura, pues cuando son excesivos, conforme a la definición antes proporcionada, producen un abuso en la propiedad del otro.  Para establecer sobre el exceso o usura en el pacto de intereses, de conformidad en los criterios jurisprudenciales citados, debe corresponder en todo momento al juzgador de oficio, realizar la apreciación de las constancias de las actuaciones del expediente, es decir, el juzgador debe apreciar si el pacto de intereses revela que una de las partes está obteniendo en provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado del préstamo.

 

Para realizar tal labor, deberá advertirse en los elementos de convicción:

 

a) El tipo de relación existente entre las partes.

b) Calidad de los sujetos que intervienen y si la actividad del acreedor está regulada.

c) Destino o finalidad del crédito.

d) Monto del crédito.

e) Plazo del crédito.

f) Existencia de garantías para el pago del crédito.

g) Tasas de interés de las instituciones bancarias para operaciones similares (parámetro de referencia).

h) La variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo.

i) Las condiciones del mercado.

j) Otras cuestiones que generen convicción en el juzgador.

 

En atención a lo anterior, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estimó que como la Convención Americana sobre Derechos Humanos prevé la usura como una forma de "explotación del hombre por el hombre", según lo dispone su artículo 21, numeral 3 previamente mencionado entonces,  consideramos procedente la presentación de la presente iniciativa a efecto que en las disposiciones de los ordenamientos legales relativas al pacto de intereses derivados de una actividad comercial, se establezca que los órganos jurisdiccionales tendrán la facultad, para realizar un análisis oficioso y  si es el caso, en que  exista una notoria desproporción en el pacto de los intereses, que supera las tasas de interés anualizadas que pactan las instituciones de crédito, se limite e inhiba la condición usuraria de los pactos entre particulares, deba apartarse de los estipulados y fijar la condena sobre una tasa reducida prudencialmente.

De igual manera es necesario señalar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido el Control de Convencionalidad ex officio debe aplicarse en cualquier caso en que la autoridad jurisdiccional advierta que hubo violación a los derechos fundamentales reconocidos por los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano haya intervenido, por lo que no se requiere de planteamiento expreso por parte del demandado e  incluso en plena garantía y protección de esos derechos bajo los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, los órganos de control constitucional  han hecho efectivo dicha protección en los casos en que al demandado le haya sido acusada la rebeldía procesal, el juzgador  puede y debe salvaguardar el derecho humano del enjuiciado a no ser víctima de usura, derecho económico previsto en el artículo 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo anterior es materia de los siguientes criterios jurisprudenciales:

CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio pro persona. Estos mandatos contenidos en el artículo 1o. constitucional, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 10 de junio de 2011, deben interpretarse junto con lo establecido por el diverso 133 para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro país. Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 en relación con el artículo 1o. constitucionales, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior. Si bien los jueces no pueden hacer una declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados (como sí sucede en las vías de control directas establecidas expresamente en los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución), sí están obligados a dejar de aplicar las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en los tratados en la materia. 

PAGARÉ. AUN CUANDO EL JUICIO SE SIGA EN REBELDÍA, EL JUZGADOR TIENE LA OBLIGACIÓN DE PROTEGER Y GARANTIZAR OFICIOSAMENTE EL DERECHO HUMANO DEL ENJUICIADO A NO SUFRIR USURA.

En la jurisprudencia 1a./J. 47/2014 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, página 402, de título y subtítulo: "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que si el juzgador advierte que la tasa de intereses consignada en un pagaré es notoriamente excesiva, puede reducirla oficiosa y prudencialmente, valorando las circunstancias particulares del caso y las actuaciones que tenga para resolver. Asimismo, enunció los siguientes parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter excesivo del rédito: a) el tipo de relación entre las partes; b) la calidad de los sujetos que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) el monto; e) el plazo; f) la existencia de garantías para el pago; g) las tasas bancarias de interés para operaciones similares a las analizadas; h) la variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que generen convicción en el juzgador. Ahora bien, la falta de contestación de la demanda no constituye un impedimento jurídico para analizar los referidos parámetros, porque, aunque el juicio se siga en rebeldía, el juzgador tiene la facultad y la obligación de proteger y garantizar oficiosamente el derecho humano del enjuiciado a no sufrir usura, de conformidad con los artículos 1o., párrafo tercero, de la Constitución Federal y 21, numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Además, la falta de contestación de la demanda tampoco es un obstáculo práctico para que el juzgador conozca algunos de los referidos parámetros, pues aquellos que consistan en circunstancias particulares del caso (relación entre las partes; calidad de los sujetos; actividad del acreedor; destino, monto, plazo y garantías del crédito), pueden quedar revelados a través de los datos contenidos en la demanda y sus anexos, mientras que los relativos a indicadores financieros (tasas de interés bancarias y variación del índice inflacionario nacional), pueden constituir hechos notorios que no requieren de planteamientos ni pruebas de las partes, por encontrarse difundidos mediante publicaciones impresas o electrónicas oficiales.

A partir de la entrada en vigor de un tratado internacional de derechos humanos, el Estado adquiere diversos deberes; los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como los organismos autónomos (en los órdenes federal, local y municipal), deben verificar actos de protección y abstenerse de determinadas conductas.

La armonización legislativa es una obligación emanada de la Constitución y de los instrumentos internacionales que significa, de acuerdo con Jorge Ulises Carmona Tinoco, “hacer compatibles las disposiciones federales o estatales con las de los tratados internacionales de derechos humanos que se pretende incorporar o que ya se han incorporado al ordenamiento jurídico interno, con los fines, primero, de evitar conflictos entre normas, y segundo, para dotar de eficacia a los instrumentos internacionales a nivel nacional”
.

De un análisis  integral de la citada norma convencional y de los criterios realizados por el la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resulta  imperativo que los ordenamientos legales en los cuales se contempla el pacto de intereses, como lo son los cuerpos normativos que se pretenden modificar en la presente, Código de Comercio, Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y el Código Civil Federal deben ser reformados a efecto de que se prohíba la usura y de esta forma contribuir a la  armonización legislativa en materia de derechos humanos que resulta indispensable para que el orden jurídico creado por el Congreso Federal y de los Congreso Locales, contemple los derechos que los instrumentos internacionales establecen; toda vez que, como ya ha quedado de manifestó, de acuerdo con el artículo 217 de la ley de Amparo, la jurisprudencia es obligatoria para los jueces en este caso, del orden civil o mercantil según su denominación; sin embargo, para lograr la protección de los derechos  fundamentales y convencionales  en los términos ya expuestos, actualmente es necesario que el demandado lo solicite en forma expresa en el juicio civil o mercantil  en su caso, recurra al amparo y la protección de la justicia federal mediante la interposición de un Juicio de Garantías, con el costo económico al demandado y deudor que supone dicho medio de defensa constitucional, es por ello que los principios fundamentales deben estar plasmados en la legislación secundaria y ser aplicado el Control de Convencionalidad Ex Officio, lo cual motiva la presentación de la presente iniciativa mediante  las siguientes consideraciones:

· Acorde al artículo 1°, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todas las Autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a respetar, promover, proteger y garantizar, los Derechos Humanos contenidos en la Constitución Federal, así como en los instrumentos internacionales firmados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate (principio “pro persona”), ejerciendo así un Control de Convencionalidad ex officio, para dejar de aplicar las normas generales transgresoras de los derechos humanos contenidos en los ordenamientos legales que se pretenden modificar.

· La Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 21, apartado 3, prohíbe la usura. De esto se obtiene que si bien el código mercantil y la ley especial contempla la posibilidad de cobrar intereses basados en el principio de libre contratación; en atención a lo preceptuado en los artículos 21, apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 1º, de la Constitución Federal, debe reconocerse la protección al deudor frente a los abusos y la eventualidad en el cobro de intereses excesivos, por constituir usura; porque permitir que la voluntad de las partes esté sobre dicha disposición convencional, sería solapar actos que conculquen derechos humanos.

· Los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren e cualquier norma inferior 
· Los artículos 362, del Código de Comercio y 174, de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, no establecen límite para el pacto de intereses en un título de crédito en caso de mora, pues la voluntad de las partes rige, en principio, para dicho acuerdo, en correlación con lo dispuesto por el diverso artículo 78, del primer ordenamiento citado
.  

· El Control de Convencionalidad ex officio debe aplicarse en cualquier caso en que la autoridad jurisdiccional advierta que hubo violación a los derechos fundamentales reconocidos por los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano haya intervenido, por lo que no se requiere de planteamiento expreso por parte del demandado y  deberá reducir el interés usurario pactado por las partes, a fin de proteger el derecho humano en comento, lo cual deberá realizar oficiosamente, aún y cuando no sea alegado en juicio, a la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción con que se cuente en cada caso
· Se reconoce la protección al deudor frente a los abusos y la eventualidad en el cobro de intereses excesivos, por constituir usura, y lo expuesto por la Primera Sala del Alto Tribunal del país, los juzgadores, al momento de resolver el controvertido, deben analizar de oficio el documento base y establecer, en su caso, si el interés pactado, tanto ordinario como moratorio, resulta usurario o no y si fuese notoriamente usurario, pueden reducirlo prudencialmente

· El análisis oficioso de la usura es procedente no sólo cuando el demandado omite formular algún planteamiento al respecto en la contestación de demanda sino, inclusive, cuando omite contestarla, los principios son aplicables a los contratos de mutuo simple, regulados por la legislación civil federal que también se propone modificar. 

· El Control de Convencionalidad ejercido por la autoridad competente, deberá reducir el interés usurario pactado por las partes, a fin de proteger el derecho humano en comento, lo cual deberá realizar oficiosamente, aún y cuando no sea alegado en juicio, a la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción con que se cuente en cada caso
De tal modo, se sugiere incorporar en  los artículos  174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito,  362 del Código de Comercio y 2395 del Código Civil Federal los principios señalados con antelación a efecto de que el juzgador que conozca del juicio  relacionada con el reclamo del pago de los intereses pactados, la atribución de reducir ex officio la tasa de interés pactada, si la misma es usuraria, , acorde con las circunstancias particulares y propias del caso concreto controvertido y de los elementos que obren en los autos del juicio.

El principal objetivo de la presente iniciativa obedece al interés primordial de salvaguardar los intereses de la ciudadanía, en este caso en cuanto a su patrimonio corresponde, toda vez que el cargo representativo que nos fuera otorgado,   exige impulsar reformas que salvaguarden los derechos fundamentales principalmente cuando se trata de aquellos plenamente reconocidos por la Constitución Federal, los Tratados Internaciones y en este caso como ha quedado plenamente advertido, por la interpretación de la ley que ha realizado el más Alto Tribunal del país; la reforma constitucional de 2011 en la cual se establece que las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia mediante la aplicación del principio pro persona,  trae consigo una gran responsabilidad para todo ente gubernamental; en este caso los poderes legislativos de la federación y de los gobiernos locales, en estricto cumplimiento de nuestra función, nos encontramos en un momento propicio de actualizar los ordenamientos legales que rigen nuestra vida en sociedad creando normas justas con las cuales se eviten abusos al momento de pactar intereses en una relación comercial y evitar la usura y que los órganos de impartición de justicia cuenten con los elementos necesarios para emitir sus resoluciones en plena observancia a las garantías de legalidad y de seguridad jurídica contenidas en la Constitución y en los Tratados Internacionales, pero principalmente en pleno respeto a los derechos humanos.

Fundamento

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se propone que esta Soberanía, en uso de las facultades que le son otorgadas para iniciar ante el Congreso de la Unión las Leyes y decretos de su competencia, de conformidad en lo dispuesto en los artículos 71 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 67 fracción II de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, envíe con tal carácter la siguiente propuesta de:

Texto normativo propuesto

PROYECTO DE DECRETO

ARTICULO PRIMERO. - Se adiciona un segundo párrafo al artículo 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, para quedar como sigue: 

Artículo 174. . . .  

. . . 

El juez que conozca del procedimiento de carácter mercantil de cobro judicial de un pagaré incluyendo los casos de rebeldía procesal, deberá de oficio, analizar la legalidad de la tasa de los intereses pactados, en el caso de advertir que ésta es notoriamente excesiva, la reducirá prudencialmente, mediante la valoración en forma razonada y motivada de las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones válidas que tenga a la vista al momento de resolver. 

. . .

ARTICULO SEGUNDO. -  Se adiciona un segundo párrafo al artículo 362 del Código de Comercio para quedar como sigue:  

Artículo 362. . . . 
El juez que conozca del procedimiento de carácter mercantil que se siga conforme a este Código incluyendo los casos de rebeldía procesal, deberá de oficio, analizar la legalidad de la tasa de los intereses pactados, en el caso de advertir que ésta es notoriamente excesiva, la reducirá prudencialmente, mediante la valoración en forma razonada y motivada de las circunstancias particulares del caso y de las constancias de actuaciones válidas que tenga a la vista al momento de resolver. 

. . . 

. . .

ARTICULO TERCERO. -  Se reforma el artículo 2395 del Código Civil Federal para quedar como sigue:  

Artículo 2395.- El interés legal es el nueve por ciento anual. El interés convencional es el que fijen los contratantes, y puede ser mayor o menor que el interés legal; pero cuando el interés sea notoriamente excesivo que haga fundadamente creer que se ha abusado del apuro pecuniario, de la inexperiencia o de la ignorancia del deudor, el juez en forma oficiosa incluyendo los casos de rebeldía procesal, mediante la valoración en forma razonada y motivada de las circunstancias particulares del caso, reducirá en forma prudencial la tasa de interés convencional hasta el tipo legal.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Diario Oficial de la Federación. 

ARTÍCULO SEGUNDO. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 

Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día veintiséis de mayo de 2016.

ATENTAMENTE

Por Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido

Revolucionario Institucional

DIP. SHAMIR FERNANDEZ HERNANDEZ

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Se dispone que la anterior propuesta de iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

Solicito a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, se sirva dar segunda lectura al dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia consignado en el Punto 10 del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Francisco Tobías Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 26 del mes de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa de Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Francisco Tobías Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Francisco Tobías Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El permanente desarrollo de las tecnologías de la información y comunicación ha generado grandes impactos en la vida en sociedad de todos los Coahuilenses; impactos que, cuando lo ameritan, por su valor y trascendencia para la dignidad de las personas, deben ser incorporados en la forma de principios y derechos al sistema jurídico e institucional por el que nos regimos. El acceso a Internet es uno de estos desarrollos tecnológicos que, indiscutiblemente, debe ser abordado en el sistema constitucional local en un marco de reconocimiento, protección y efectividad plena de los derechos humanos en todos sus ámbitos; tal como actualmente se encuentra dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


En esta tesitura, se ha identificado que la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza aún no reconoce como un derecho fundamental el acceso a Internet y a la banda ancha. Es por ello que, a través de la presente Iniciativa, se propone modificar el Artículo 8 constitucional con el propósito de actualizar la Ley Fundamental de los Coahuilenses en ese sentido. Aunque el derecho a la banda ancha e Internet no se encuentren actualmente contenidos en la Constitución local, todas las autoridades y los particulares en nuestra entidad estamos obligados a protegerlos y garantizarlos, a través de cambios normativos, políticas públicas e, incluso, medios administrativos y jurisdiccionales de reclamación. Esto es así en virtud de la interpretación conforme y del principio pro persona, mandatados en el Artículo 1º de la Constitución mexicana, pues es suficiente su reconocimiento por parte de los sistemas internacional y nacional -el cual ya ha tenido lugar- para que cobre vigencia tal obligación. No obstante, se considera de gran relevancia que expresamente se reconozca tal prerrogativa en el marco normativo fundamental del estado.


En la presente Exposición de Motivos se aborda lo relativo al surgimiento y a la evolución de Internet, así como su creciente impacto en la vida diaria de las personas y su utilidad para alcanzar una mayor efectividad de diversos derechos humanos. Asimismo, se señalan y analizan las razones ético-jurídicas que justifican la adición constitucional que se pretende. Se expone y acredita la necesidad y viabilidad de esta innovación constitucional con base en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en las disposiciones constitucionales federales y en la prospectiva de la misma Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. La aprobación de esta Iniciativa de Decreto contribuirá a seguir haciendo de Coahuila un estado vanguardista en materia de derechos humanos, así como en lo que respecta al aprovechamiento de los recursos tecnológicos para evolucionar en el reconocimiento material de la dignidad humana y sus manifestaciones.

ORIGEN Y DEFINICIÓN DE INTERNET

El Internet surgió en la década de los sesentas, como resultado de una gran cantidad de proyectos desarrollados al interior de la denominada Agencia de Proyectos de Investigación Avanzados de Defensa (DARPA, por sus siglas en inglés), una agencia del Departamento de Defensa de Estados Unidos, creada en 1958 como consecuencia de los esfuerzos tecnológicos derivados de la denominada “Guerra Fría”.

La historia sobre el origen y la evolución de Internet se encuentra disponible en una gran cantidad de textos alojados en sitios, precisamente, de Internet. Uno de ellos es el creado por Internet Society, una organización global dedicada a la expansión y promoción del acceso de una mayor cantidad de personas a la gran red que ha revolucionado, como ninguna otra creación tecnológica, la forma de comunicación y relación entre las personas
. Según la historia compartida por Internet Society, en agosto de 1968, después de que Lawrance Roberts y la comunidad financiada por DARPA redefinieran la estructura general y las especificaciones de ARPANET (plan publicado en 1967 en el que se desarrolló el concepto de redes informáticas), DARPA publicó una solicitud de presupuesto para desarrollar uno de los componentes clave, los conmutadores de paquetes llamados procesadores de mensajes de interfaz (IMP). La solicitud de presupuesto la ganó en diciembre de 1968 un grupo liderado por Frank Heart, de Bolt, Beranek y Newman (BBN). Mientras, el equipo de BBN trabajaba en los IMP, con Bob Kahn desempeñando un importante papel en el diseño arquitectónico general de ARPANET, Roberts, junto con Howard Frank y su equipo de Network Analysis Corporation, diseñaron la topología y la economía de la red. El sistema de medición de la red lo preparó el equipo de Kleinrock en UCLA. Debido al temprano desarrollo de Kleinrock de la teoría de conmutación de paquetes y a su trabajo en el análisis, el diseño y la medición, su Network Measurement Center de UCLA fue seleccionado como el primer nodo de ARPANET. Se recogió el fruto de estos esfuerzos en septiembre de 1969, cuando BBN instaló el primer IMP en UCLA y se conectó el primer host. El proyecto “Augmentation of Human Intellect” (aumento del intelecto humano, que incluía NLS, un antecedente del sistema de hipertexto), en el Standford Research Institute (SRI), fue el segundo nodo. Un mes más tarde, cuando el SRI se conectó a ARPANET, se envió el primer mensaje de host a host desde el laboratorio de Kleinrock hasta el SRI. Se añadieron dos nodos más, en la Universidad de California en Santa Bárbara y en la de Utah.

En octubre de 1972, Kahn organizó una gran demostración de ARPANET, que tuvo mucho éxito: la primera demostración pública de esta nueva tecnología de redes. En 1972 también se introdujo la aplicación “hot” inicial, el correo electrónico. En marzo, Ray Tomlinson, de BBN, escribió el software básico de envío y lectura de mensajes de correo electrónico, motivado por la necesidad de los desarrolladores de ARPANET de un mecanismo sencillo de coordinación. En julio, Roberts amplió su utilidad escribiendo la primera utilidad de correo electrónico para hacer listas de mensajes, leerlos selectivamente, archivarlos, reenviarlos y responder a los mismos. A partir de ese momento, el correo electrónico se convirtió en la aplicación de red más importante durante más de una década. Esto presagió el tipo de actividad que vemos hoy en día en la World Wide Web, es decir, un crecimiento enorme de todo tipo de tráfico “de persona a persona”.

En el Diccionario de la Real Academia Española se define a Internet como red informática mundial, descentralizada, formada por la conexión directa entre computadoras mediante un protocolo especial de comunicación
.

De acuerdo con una idea consensada amplia
, desde un punto de vista informático, Internet es una red de redes. Sin embargo, bajo este término podemos englobar también al conjunto de personas que utilizan esas redes de información y a la información en sí misma. El World Wide Web, conocido también como Web, es un conjunto de servidores de información multimedia conectados y accesibles sobre esta red de redes (Internet), gracias a la utilización de técnicas de hipertexto. Este sistema se basa en lazos de unión de hipertexto (como el HTML por Hyper Text Markup Language). De esta forma, un usuario que consulta un servidor conectado al Web y que selecciona una palabra clave, puede ser transferido inmediatamente a otro servidor que esté "ligado" al precedente.

INTERNET Y SU TRASCENDENCIA PARA LA

EFECTIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS

El acceso y uso de Internet incide –y puede incidir– en prácticamente todos los derechos humanos. Si bien es cierto, el derecho a la libertad de expresión y opinión ha sido la prerrogativa que para cuyo ejercicio ha sido más útil el uso de llamada “red de redes”, también es cierto que abundan los campos en los cuales su uso ha derivado en la afectación positiva o negativa de otros tantos derechos humanos.


Enseguida se exponen algunos de los derechos humanos en relación con los cuales Internet ha tenido una mayor influencia. De cada uno de los derechos se presenta una breve noción, una parte de su tratamiento por el derecho nacional y su reconocimiento en algunos instrumentos internacionales.  

A) Libertad de expresión. La libertad de expresión es lo que permite la creación de la opinión pública, esencial para darle contenido a varios principios del Estado constitucional, como lo son algunos derechos fundamentales
. 

Derecho nacional. En el párrafo primero del Artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se mandata que “[l]a manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley (…)”
. 

Derecho internacional. En el Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se dispone que todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión, y se detalla que este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.
 

B) Información. El derecho de acceso a la información pública debe entenderse como un derecho constitucional autónomo en función de su diverso origen. No es en exclusiva un derecho que emane de la libertad de expresión en su dimensión de investigar, aunque sin lugar a dudas dicha facultad es un detonante. Tampoco debe entenderse como un derecho emanado de la obligación del Estado de publicitar su actuar, aunque también es un detonante. El derecho de acceso encuentra su nacimiento autónomo en ambas. Es una obligación estatal publicitar así como es un derecho ciudadano investigar. Entre ambos hacen surgir un derecho especial y con entidad propia
. 

Derecho nacional. En los párrafos primero, última oración, y segundo del mismo Artículo 6º constitucional, el cual reconoce el derecho a la libertad de expresión, y estrechamente ligado al mismo, se tutela el derecho de acceso a la información: “El derecho a la información será garantizado por el Estado. Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión”.

Derecho internacional. Al igual que en el caso del derecho nacional, el reconocimiento del derecho de acceso a la información en el derecho internacional se vincula al derecho de la libertad de expresión. Como parte del texto del citado Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, se contiene en mandato: “…este derecho (el de libertad opinión y expresión) incluye… el de investigar y recibir informaciones y opiniones”.

C) Educación. Por una parte, el derecho a la educación es un derecho de libertad que supone, entre otras cuestiones, que cualquier persona tiene derecho a acceder a una escuela, que los poderes públicos no le pueden prohibir a alguien que ingrese en un determinado centro educativo si ha cumplido con los requisitos establecidos, que los particulares pueden impartir educación y que en la educación superior existe la libertad de cátedra e investigación. Pero, por otra parte, el derecho a la educación tiene un componente prestacional que se puede resumir con las siguientes palabras: es una obligación del Estado construir y mantener el sistema educativo nacional
 (garantía de instrucción).  

Derecho nacional. En el Artículo 3º de la Ley Fundamental de México, uno de los más extensos y desarrollados (a nivel de legislación secundaria) de este ordenamiento primario, entre otras cuestiones, se dispone que todo individuo tiene derecho a recibir educación, así como que la educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a los derechos humanos y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia. Mención especial amerita la definición de democracia que se halla en este artículo, derivada del establecimiento de la obligación de que uno de los criterios que deben de orientar a la educación es el democrático: “…considerando a la democracia no solamente como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo”.

Derecho internacional. En el Artículo 22 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1793 se estableció que la instrucción es una necesidad común y que –en ese sentido– la sociedad debe de favorecer con todo su poder los progresos de la razón pública, y poner la instrucción al alcance de todos los ciudadanos
. 

D) No discriminación e inclusión. Se abordan intencionalmente de forma conjunta ambos derechos por la situación de que se encuentran íntimamente vinculados, pues no se explica la eficacia del primero sin la vigencia del segundo. Si la discriminación es una conducta, culturalmente fundada, y sistemática y socialmente extendida, de desprecio contra una persona o grupo de personas, sobre la base de un prejuicio negativo o un estigma relacionado con una desventaja inmerecida, y que tiene por efecto (intencional o no) dañar sus derechos y libertades fundamentales
, si esto es así, la no discriminación es todo lo contrario: no despreciar a una persona o grupo de personas, sobre la base de un prejuicio negativo o estigma relacionado con una desventaja inmerecida. 

Ahora bien, en cuanto a la inclusión, a lo que apela es al reconocimiento de la igual dignidad, que tiene su traslación legal, en expresión de Hannah Arendt, en el “derecho a tener derechos”, y que se vincula con la noción de ciudadanía. La inclusión no es equiparable al mero estatus legal de ciudadano, sino más bien a que las condiciones para el ejercicio de esa igual dignidad sean efectivas en los diferentes ámbitos. También el ámbito de la inclusión supone el respeto de la igual dignidad en el proceso democrático deliberativo
.       


Derecho nacional. Amén de la proliferación relativamente reciente de ordenamientos y normas de desarrollo constitucional que previenen, prohíben y sancionan la discriminación, entre los que destaca la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en la Carta Magna mexicana se ha establecido su prohibición en diversos artículos. Dicha prohibición encuentra su primera referencia en el párrafo quinto del Artículo 1º: “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”.

En cuanto a la inclusión, para los fines de esta iniciativa, con independencia de las ocasiones en las que se puede asumir que se hace referencia implícita a la misma, cuando se aborda explícitamente el tema de la discriminación en la Constitución mexicana, se trata, entre otros, en los siguientes artículos:

Párrafo sexto, fracción IX, del Artículo 3º: “La ley establecerá las reglas para la organización y funcionamiento del Instituto, el cual regirá sus actividades con apego a los principios de independencia, transparencia, objetividad, pertinencia, diversidad e inclusión” (educación). 

Fracción I, del apartado B, del Artículo 6º: “El Estado garantizará a la población su integración a la sociedad de la información y el conocimiento, mediante una política de inclusión digital universal con metas anuales y sexenales” (radiodifusión y telecomunicaciones).

Derecho internacional. En el Artículo 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se dispone que “toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía”.

DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Tanto en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, como en el de la cooperación internacional para el desarrollo, Internet ha sido protegido y considerado, respectivamente, como una potente herramienta para elevar la dignidad y calidad de vida del ser humano. 

En julio de 2012 el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas aprobó la resolución A/HRC/RES/20/8 relativa a la promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en Internet, de la cual cabe destacar los primeros tres puntos resolutivos de la misma donde se señala que el Consejo:

1. Afirma que los derechos de las personas también deben estar protegidos en Internet, en particular la libertad de expresión, que es aplicable sin consideración de fronteras y por cualesquiera procedimientos que se elija, de conformidad con el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;

2. Reconoce la naturaleza mundial y abierta de Internet como fuerza impulsora de la aceleración de los progresos hacia el desarrollo en sus distintas formas;

3. Exhorta a los Estados a que promuevan y faciliten el acceso a Internet y la cooperación internacional encaminada al desarrollo de los medios de comunicación y los servicios de información y comunicación en todos los países;

(…)


Asimismo, en el Objetivo 9 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2015-2030 de las Naciones Unidas, relativo a “Construir infraestructuras resilientes, promover la industrialización inclusiva y sostenible, y fomentar la innovación”, se señala como una de sus metas, el “aumentar de forma significativa el acceso a la tecnología de la información y las comunicaciones y esforzarse por facilitar el acceso universal y asequible a Internet”
.


En lo que respecta al Sistema Interamericano de Derechos Humanos, se ha reconocido la importancia del Internet en el desarrollo democrático de los Estados al señalar que “el entorno en línea no solo ha facilitado que los ciudadanos se expresen libre y abiertamente, sino que también ofrece condiciones inmejorables para la innovación y el ejercicio de otros derechos fundamentales como el derecho a la educación y a la libre asociación. Como lo ha sostenido la Asamblea General de la OEA
, las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) son cruciales para el desarrollo político, económico, social y cultural, así como un factor esencial para la reducción de la pobreza, la creación de empleo, la protección ambiental y para la prevención y mitigación de catástrofes naturales”
. 

Así pues, en el ámbito internacional existe la convicción de que el Internet es un importante instrumento, cada vez más indispensable, para el desarrollo y ejercicio pleno de los derechos humanos, principalmente el de la libertad de expresión como lo ha considerado el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Razón suficiente para su necesario reconocimiento en el régimen interno de cada Estado y, por supuesto, de Coahuila. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El 11 de junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones, por la cual el Constituyente Permanente reconoció como un derecho fundamental el acceso al Internet
 y a la banda ancha
. Como se sabe, con anterioridad a esta reforma en el Artículo 6º constitucional ya se reconocía la libertad de expresión y el derecho a la información; no obstante, es a partir de estos derechos básicos que el Poder Reformador de la Constitución construyó la nueva prerrogativa como un catalizador y consecuencia necesaria de los primeros. Así, en el texto constitucional vigente se dispone lo siguiente: 

Artículo 6º. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. 

(…)

B. En materia de radiodifusión y telecomunicaciones:

I. El Estado garantizará a la población su integración a la sociedad de la información y el conocimiento, mediante una política de inclusión digital universal con metas anuales y sexenales. 

(…)


Es importante señalar que en el artículo transitorio Décimo Cuarto de la reforma antes mencionada se dispone que el Ejecutivo Federal tendrá a su cargo la política de inclusión digital universal, la cual, entre otras metas, tendrá como objetivo que por lo menos el 70% de todos los hogares y el 85% de todas las micros, pequeñas y medianas empresas a nivel nacional, cuenten con acceso a Internet con una velocidad real para descarga de información de conformidad con el promedio registrados en los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. Asimismo, se señala que las entidades federativas deberán elaborar las políticas locales de telecomunicaciones y realizarán las acciones tendientes a garantizar el acceso a Internet de banda ancha en edificios e instalaciones de las dependencias y entidades de la administración pública local. 


Con base en esto, en términos del primer artículo de la Constitución Federal, el acceso al Internet y a la banda ancha es un derecho reconocido a todos los mexicanos, y todas las autoridades, incluyendo este Honorable Congreso, están obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar esta prerrogativa de acuerdo con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

En esta coyuntura se refleja la importancia de fortalecer los alcances de este derecho a nivel local, en el ámbito de competencias de los Poderes del Estado, incluyendo las facultades de esta Legislatura para modificar el sistema normativo e impulsar políticas públicas locales tendientes a aumentar la eficacia del acceso al Internet y a la banda ancha en todo el territorio de Coahuila, empezando, de acuerdo con la disposición transitoria antes citada, por garantizar dichos derechos en los edificios a cargo de la administración pública estatal y municipal. Todo lo anterior sin obviar el hecho de que, en los términos que marca la Constitución Federal, la materia de telecomunicaciones, donde se incluye la banda ancha y el Internet, está reservada a la Federación.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

En los artículos 7 y 8 de nuestra Constitución local se reconocen, protegen y garantizan los derechos humanos de todas las personas, entre éstos el derecho a la libertad de expresión en cuya esencia radica la base para expandir la protección constitucional al acceso universal a Internet y a la banda ancha. 


Considerando que en el último párrafo del Artículo 8 se consigna específicamente la libertad de expresión, incluyendo dentro de ésta la libertad de emitir opiniones, de investigar, y de recibir o comunicar informaciones e ideas sin censuras, se deduce que éste es el apartado normativo idóneo para señalar que la libertad de expresión también incluye el derecho de acceso a Internet y a la banda ancha ya reconocido a nivel federal. Homologando así al Constituyente Permanente en el reconocimiento de este importante derecho humano. Esto, sin perjuicio de que, como se ha señalado, el acceso a Internet es un derecho que va mucho más allá del estricto ámbito de la libertad de expresión.  

Es importante recalcar que el hecho de que la materia de telecomunicaciones sea reservada a la Federación en términos del Artículo 73 de la Carta Magna, no representa per se un obstáculo para que los poderes públicos del estado de Coahuila, en el ámbito de las atribuciones que éstos tienen e inclusive en las señaladas en la normatividad federal, coadyuven a materializar la política de inclusión digital universal en el territorio coahuilense, misma que se encuentra a cargo del Ejecutivo Federal. Por el contrario, una correcta coordinación inter-institucional facilitaría una integración más ágil y efectiva de la población radicada en el territorio coahuilense a la sociedad de la información y el conocimiento, lo que garantizaría la inclusión digital mandatada en el Artículo 6, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y, paralelamente, impulsaría el desarrollo político, económico, social y cultura de Coahuila.

TERCERO.-  En los últimos años, ha habido una gran relevancia de las tecnologías de la información en nuestra sociedad, por lo cual los integrantes de esta Comisión dictaminadora, consideramos de gran importancia el garantizar que todas las personas tengan acceso a las mismas. Bajo esta concepción, las tecnologías de la información no sólo representan las puertas de acceso al conocimiento, la educación, las ideas, la información o el entretenimiento, sino que también son el punto de partida para la generación del desarrollo económico y social.

Asimismo, coincidimos en que el internet es un instrumento considerado como una potente herramienta para elevar la dignidad y calidad de vida del ser humano, además que contribuye considerablemente a la libertad de expresión y a la lucha contra la desigualdad.
Como bien se señala en la exposición de motivos de la Iniciativa que nos ocupa, el 11 de junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones, por la cual el Constituyente Permanente reconoció como un derecho fundamental el acceso al Internet y a la banda ancha.

Con base a lo anterior, y en referencia al primer artículo de la Constitución Federal, que menciona que el acceso al Internet y a la banda ancha es un derecho reconocido a todos los mexicanos, coincidimos en la importancia de fortalecer los alcances de este derecho a nivel local, en el ámbito de competencias de los Poderes del Estado, incluyendo las facultades de esta Legislatura, para modificar el sistema normativo e impulsar políticas públicas locales tendientes a aumentar la eficacia del acceso al Internet y a la banda ancha en todo el territorio de Coahuila.

Es por ello, que quienes aquí dictaminamos, consideramos que debemos llevar a nuestro Estado a destacar en el ámbito nacional, como una entidad que represente el liderazgo en esta tendencia a la que nos lleva el crecimiento del proceso de globalización y el desarrollo de una nueva sociedad a la par de lo que son sus derechos humanos y la libertad de expresión.

 Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

Artículo 8º…

(…)
(…)

(…)

(…)

(…)

Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende las libertades de opinión y de investigar, recibir o comunicar informaciones o ideas sin censura y a través de cualquier medio, sin más límites que los que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El acceso a internet y a la banda ancha son derechos reconocidos a todas las personas, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables en la materia.

T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- En el ámbito de sus atribuciones, de conformidad con las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de sus normas reglamentarias en la materia, el Gobierno del Estado coadyuvará en la implementación de la política de inclusión digital universal a cargo del Ejecutivo Federal. Asimismo, realizará las acciones tendientes a garantizar el acceso a Internet de banda ancha en edificios e instalaciones de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 31 de mayo de 2016.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se acaba de leer.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez,   sírvase tomar nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Diputada Vicepresidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones, 1 es de manera económica, son 17 en el sistema y 1 de manera económica, a favor. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Conforme el resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto que se  sometió a consideración, por lo que debe procederse a la publicación de esta Reforma Constitucional, así como a su envío a los Ayuntamientos del Estado para que se resuelvan sobre su aprobación, según lo dispuesto en los artículos 196 y 197de la Constitución Local, así como los artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

A continuación, esta Presidencia informa que los Coordinadores de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, han solicitado la dispensa de la lectura de los considerandos y resultandos de los dictámenes y acuerdos consignados en los Puntos 11 A y 11 B del Orden del Día previamente aprobado,  y que solo sea leída una exposición general de los mismos, toda vez que las iniciativas y los considerandos a que están referidos, así como los mismos dictámenes estuvieron a la vista de los integrantes de la Legislatura con anticipación y que se publicaron previa e íntegramente en la Gaceta Parlamentaria de la página del Congreso, por lo que dicha solicitud se somete a su consideración. 

No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de  dispensa, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva,  que tome nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 17 votos a favor, 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Los votos de la Diputada   Luisa Ivone y del Diputado Armando Pruneda, fueron de manera económica y se suman a los que se registraron en el sistema electrónico, sumando a los 17 votos a favor. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad la propuesta para la dispensa de los asuntos antes mencionados. 

Se le solicita a la Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, consignado en el Punto11 A del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez: 

Dictamen de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Sexagésima Legislatura, del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma al Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado y a la Ley Estatal de Salud, en Materia de Lactarios, planteada por el Gobernador del Estado Rubén Ignacio Moreira Valdez y, 

RESULTANDO

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 31 del mes de Mayo del año 2016, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la Iniciativa de reforma al Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado y a la Ley Estatal de Salud, en Materia de Lactarios, planteada por el Gobernador del Estado Rubén Ignacio Moreira Valdez; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que estas comisiones, con fundamento en los artículos 100, 105, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de reforma al Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio del Estado y a la Ley Estatal de Salud, en Materia de Lactarios, planteada por el Gobernador del Estado Rubén Ignacio Moreira Valdez, se basa entre otras en las consideraciones siguientes: 

El trabajo de mujeres regulado en el  Derecho Laboral en el ámbito  internacional y  nacional, tanto para trabajadores ordinarios y aquellos que están al Servicio del Estado, tiene como finalidad la protección de la maternidad.

Desde el ámbito Internacional la seguridad social es uno de los derechos fundamentales que todo país debe garantizar de acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo, por ello el 12 de octubre de 1961, México ratificó el Convenio 102 relativo a la seguridad social, el cual el establece que la asistencia médica de las mujeres debe comprender, por lo menos la asistencia prenatal, la asistencia durante el parto, y la hospitalización, cuando fuere necesaria. Dicha asistencia médica tiene por objeto conservar, restablecer o mejorar la salud de la mujer embarazada, así como su aptitud para el trabajo y para hacer frente a sus necesidades personales.
Así mismo, en el año de 1948 México ratificó la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la cual se establecía que toda persona tiene derecho a la maternidad y a la infancia y que tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Por su parte, el Estado Mexicano emitió la Ley General de los Derechos de las niñas, niños y adolescentes, la cual establece que las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, concurrirán en el cumplimiento del objeto de esa ley, para el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas públicas en materia de ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como para garantizar su máximo bienestar posible privilegiando su interés superior a través de medidas estructurales, legales, administrativas y presupuestales.
En ese orden de ideas, este ordenamiento otorga la obligación a las entidades federativas, de promover en todos los grupos de la sociedad y, en particular, en quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, de niños, niñas y adolescentes, los principios básicos de la salud y la nutrición y asegurar la prestación de servicios de atención médica respetuosa, efectiva e integral durante el embarazo, parto y puerperio.

Por su parte, la Constitución Federal, la Ley Federal de Trabajo, la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado y el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado, establecen los derechos mínimos que tienen las trabajadoras y que los centros de trabajo donde aquellas presten sus servicios deben de garantizar.

Por otro lado, en el Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, en su objetivo 3.6 Salud para todas las personas, establece como estrategia 3.6.10, mejorar la atención a la salud materno-infantil durante el embarazo y el puerperio, así como intensificar acciones encaminadas a la planificación familiar, prevención de embarazos en adolescentes y enfermedades de transmisión sexual.

En ese contexto, es necesario tomar en cuenta que la lactancia materna es exclusiva e imprescindible durante los primeros seis meses de vida de toda persona, representando  un derecho de los niños, las niñas y de sus madres, que trae aparejado un sin número de beneficios. El amamantar garantiza la disponibilidad de alimento seguro, suficiente, gratuito, de insustituible calidad y a la medida de los requerimientos nutricionales de los bebés. Les protege de infecciones y enfermedades en una etapa de sus vidas en las que se encuentran particularmente vulnerables, generando un vínculo afectivo y garantiza la  salud física y emocional de los niños y niñas, además de brindarles protección, seguridad y afecto, todas ellas condiciones indispensables para un pleno desarrollo infantil.

Una de las causas por las que se ha dejado a un lado la lactancia materna es la incorporación de las mujeres al mercado laboral, ya que ésta situación ha generado que entre la vida laboral y la maternidad se presenten incompatibilidades difíciles de superar.

Por ello, es necesario el impulso de acciones legislativas que promuevan la lactancia materna y garanticen el derecho de las y los niños de Coahuila y que estas acciones atiendan las recomendaciones emitidas tanto por la Organización Mundial de la Salud y la Organización Internacional del Trabajo y las reformas del año 2014 a la Ley General de Salud. 

Por su parte, el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado es la ley estatal que con fundamento en la fracción VI del artículo 116 Constitucional, el Estado de Coahuila emite para regular los derechos laborales de los trabajadores burócratas, por tal motivo es que se propone reformar  la fracción IV del artículo 32, a fin de que  durante el período de lactancia, las madres trabajadoras, tengan sus dos reposos extraordinarios por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hijos, en un lugar adecuado e higiénico denominado lactario, en la dependencia o entidad donde labore, en caso de que concurran varias dependencias o entidades en un mismo inmueble se podrá designar un lactario común.

En ese contexto, será obligación de las dependencias y entidades de los Poderes del Estado, contar con lactarios, es decir, espacios adecuados e higiénicos para el cumplimiento de este decreto, al efecto la Secretaría de Salud deberá emitir los disposiciones necesarias para establecer los lineamientos que deberán observarse en la instalación de lactarios.

Así mismo, se propone reformar la Ley Estatal de Salud a fin de que las autoridades sanitarias del Estado establezcan acciones para impulsar, la instalación de lactarios en las dependencias o entidades públicas, así como instituciones de educación superior pública o privada.
TERCERO.- Como se señala en la exposición de motivos de la iniciativa, propuesta por el Gobernador del Estado, en todo momento, tanto las instituciones como las dependencias gubernamentales deben conceder las prestaciones de maternidad, así como estimular a las mujeres protegidas, por cuantos medios puedan ser considerados apropiados, para que utilicen los servicios generales de salud puestos a su disposición por las autoridades públicas o por otros organismos reconocidos.

En ese sentido es que, estas comisiones dictaminadoras consideran necesario realizar las adecuaciones legales indispensables tanto al Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado como a la Ley Estatal de Salud, con el fin de que durante el período de lactancia, se les otorgue a las madres trabajadoras, dos reposos extraordinarios por día, de media hora cada uno, para que puedan alimentar de una manera correcta a sus hijos, debiéndoles para ello, proporcionar un lugar dentro de su lugar de trabajo cómodo, adecuado e higiénico denominado lactario, así como establecer en la ley general de salud, como una obligación para las autoridades sanitarias, el realizar acciones con el fin de impulsar la instalación de lactarios en las dependencias o entidades públicas, así como en las instituciones de educación superior pública o privada.
Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO.-  Se reforma la fracción IV del artículo 32 del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 32.- Las madres trabajadores tendrán los siguientes derechos:

I.-  a III.- …

IV.-  En el período de lactancia tendrán dos reposos extraordinarios por día, de media hora cada uno para alimentar a sus hijos, para ello la dependencia o entidad designará un lugar adecuado e higiénico denominado lactario, en caso de que concurran varias dependencias o entidades en un mismo inmueble se podrá designar un lactario común. 

V. a VI. …

ARTÍCULO SEGUNDO.-  Se reforma la fracción II del artículo 59 de la Ley Estatal de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 59.- En la organización y operación de los servicios de salud destinados a la atención materno-infantil, las autoridades sanitarias del Estado de Coahuila establecerán
I. …

II. Acciones de orientación y vigilancia institucional, fomento a la lactancia materna y, en su caso, la ayuda alimentaria directa tendiente a mejorar el estado nutricional del grupo materno-infantil, además de impulsar, la instalación de lactarios en las dependencias o entidades públicas, así como en las instituciones de educación superior pública o privada.

III. a  IV. …

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO.-  La Secretaría de Salud del Estado contará con un plazo de quince días para emitir los lineamientos necesarios para la aplicación del presente decreto, contados a partir de la entrada en vigor del mismo.

TERCERO.-   Las dependencias o entidades de los Poderes del Estado tendrán  un plazo de treinta días para la implementación de sus lactarios, contados a partir de que la Secretaría de Salud del Estado emita los lineamientos a que se refiere el artículo anterior. 

Así lo acuerdan las y los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, por la comisión de Trabajo y Previsión Social, Dip Sergio Garza Castillo (Coordinador), Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. José Armando Pruneda Valdez, Dip. Melchor Sánchez de la Fuente, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, por la Comisión de Salud, Medio Ambiente y Recursos Naturales, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza. (Coordinador) Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga. (Secretaria) Dip. Irma Leticia Castaño Orozco. Dip. Lariza Montiel Luis. Dip. Ana Isabel Durán Piña. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 07 de Junio del 2016.

COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. LILIA ISABEL GUTÍERREZ BURCIAGA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE ARMANDO PRUNEDA VALDEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MELCHOR SANCHEZ DE LA FUENTE


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




COMISION DE SALUD, MEDIO AMBIENTE RECURSOS NATURALES Y AGUA

	DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LILIA ISABEL GUTÍERREZ BURCIAGA

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO 


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LARIZA MONTIEL LUIS


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. ANA ISABEL DURAN PIÑA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico. Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez, sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Sonia Villarreal Pérez:

Diputada Vicepresidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 17 votos a favor en el sistema con 1 voto a favor de manera económica, que suman los 17 votos, 18 votos perdón, 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Le solicito a la Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia consignado en el Punto 11 B del Orden del Día. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva: 

DICTAMEN de las Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Magistrada Miriam Cárdenas Cantú, Presidenta del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por instrucciones del Presidente de la Mesa Directiva del Congreso el día 01 del mes de junio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Magistrada Miriam Cárdenas Cantú, Presidenta del Tribunal Superior de Justicia del Estado; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Magistrada Miriam Cárdenas Cantú, Presidenta del Tribunal Superior de Justicia del Estado, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El 15 de diciembre de 2015 se publicaron en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de dotar de autonomía legislativa al derecho de familia tanto en su ámbito sustantivo como procesal, además de sistematizar las prevenciones del orden familiar en esos ordenamientos jurídicos y contar con un marco legal especializado para hacer más ágil y expedita la función jurisdiccional y, como parte de las innovaciones procesales en aquella materia, se prevé la oralidad, a fin de que todos los habitantes del Estado accedan de manera efectiva a la justicia, siempre con el debido respeto a sus Derechos Humanos.

La implementación de la oralidad en los juicios encuentra antecedente en nuestra entidad en la materia penal. Proceso aquél que recién concluyó en el Estado bajo la premisa de garantizar a las partes que intervienen en los juicios penales el pleno respeto de sus derechos y la aplicación de principios rectores, de modo que se sustituye el tradicional sistema para dar paso a uno de corte acusatorio y oral que haga efectivo el acceso a la justicia en ese ámbito.

Así, se estimó conveniente también explorar la eficacia de implementar la oralidad en materia familiar, con el propósito de que en los procedimientos previstos en el código correspondiente, se abrevien tiempos y se aligeren las cargas de trabajo de los órganos jurisdiccionales.

Pero como bien es sabido, la implementación de los juicios orales debe darse considerando las necesidades del servicio y de la factibilidad presupuestaria asignada para tales efectos, por lo que la presente iniciativa tiene como objeto modificar disposiciones transitorias tanto de la Ley para la Familia como del Código de Procedimientos Familiares, a fin de que el Consejo de la Judicatura, como órgano competente en la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial del Estado, sea la instancia que acuerde la gradualidad, calendarización y términos para la implementación de los juicios orales en materia familiar en los distintos distritos judiciales del Estado, tal y como lo resolvió en su momento para la implementación del sistema de justicia penal acusatorio y oral en nuestro estado.

Con esto, se garantiza que no existan contratiempos en la implementación de aquellos juicios orales, es decir, que su entrada en vigor sea de forma gradual y sistematizada a lo largo del estado.

A la par de lo anterior, se estima importante instrumentar gradualmente un proceso de capacitación y profesionalización de los diversos actores, a fin de que estos conozcan ampliamente las funciones que les tocará desempeñar en aquellos juicios y, aunado a ello, considerar las características y necesidades específicas de cada distrito judicial que faciliten la adopción de ese nuevo sistema.

De igual forma, justifica llevar a cabo aquel proceso de gradualidad, el garantizar la dotación oportuna de los recursos financieros que hagan posible tanto la capacitación de abogados, juzgadores y defensores públicos, así como la adecuación de los inmuebles para el desarrollo de las audiencias.

En ese tenor, se propone con esta iniciativa que el Consejo de la Judicatura determine el proceso de gradualidad a partir de cual habrá de implementarse en los distintos distritos judiciales de la entidad la oralidad en los juicios en materia familiar, a efecto de su exitosa y efectiva operación y funcionalidad. 

TERCERO.- Los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, consideramos que la presente iniciativa de reforma a los artículos transitorios de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, así como del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, es muy acertada, ya que tiene la finalidad de adecuar los procedimientos en la implementación de los juicios orales en materia familiar.

Coincidimos plenamente, en que el Consejo de la Judicatura sea la instancia que acuerde la gradualidad, calendarización y términos para la implementación de los juicios orales en materia familiar en los distintos distritos judiciales del Estado, ya que consideramos que con ello se logrará agilizar los procesos judiciales y propiciar que el acceso a la justicia sea más rápido pero también más eficaz, y así como se menciona en la exposición de motivos, se garantizará que no existan contratiempos en la implementación de aquellos juicios orales, es decir, que su entrada en vigor sea de forma gradual y sistematizada a lo largo del estado.

Además, creemos importante también que el Consejo de la Judicatura determine el proceso de gradualidad a partir de cual habrá de implementarse en los distintos distritos judiciales de la entidad la oralidad en los juicios en materia familiar, y que con ello, se dé un proceso de capacitación y profesionalización de los diversos actores de los juicios en materia familiar, lo que les permita realizar una eficiente labor en cada uno de los procesos.

De igual forma, quienes integramos la presente comisión dictaminadora advertimos que diversas disposiciones contenidas en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, derivadas de las reformas consignadas en el decreto 229 expedido por esta legislatura el 24 de noviembre de dos mil quince, mismo que fue publicado el 15 de diciembre de dos mil quince, guardan relación estrecha con los ordenamientos que se proponen reformar, objeto de la presente iniciativa, razón por la cual consideramos que la propuesta contenida en el instrumento legislativo en comento, deberá aplicar de igual forma para los ordenamientos inicialmente señalados en el presente párrafo.
Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma el Artículo primero transitorio de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor a los 180 días siguientes a su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado en el distrito judicial que determine el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, conforme al acuerdo que emita para tales efectos.

Del mismo modo, corresponde al Consejo de la Judicatura determinar la gradualidad en la que entrará en vigor en el resto de los distritos judiciales, considerando las necesidades del servicio y la factibilidad presupuestal asignada para esos efectos. En todo caso, el proceso de gradualidad deberá considerar como fecha de conclusión el 31 de diciembre de 2016.

ARTICULO SEGUNDO. Se reforma el Artículo segundo transitorio del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor a los 180 días siguientes a su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado en el distrito judicial que determine el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, conforme al acuerdo que emita para tales efectos.

Del mismo modo, corresponde al Consejo de la Judicatura determinar la gradualidad en la que entrará en vigor en el resto de los distritos judiciales, considerando las necesidades del servicio y la factibilidad presupuestal asignada para esos efectos. En todo caso, el proceso de gradualidad deberá considerar como fecha de conclusión el 31 de diciembre de 2016.

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforma el artículo primero transitorio del decreto 229 por el que se reforman diversas disposiciones del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor a los 180 días siguientes a su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado en el distrito judicial que determine el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, conforme al acuerdo que emita para tales efectos.

Del mismo modo, corresponde al Consejo de la Judicatura determinar la gradualidad en la que entrará en vigor en el resto de los distritos judiciales, considerando las necesidades del servicio y la factibilidad presupuestal asignada para esos efectos. En todo caso, el proceso de gradualidad deberá considerar como fecha de conclusión el 31 de diciembre de 2016.

Hasta en tanto entren en vigor las disposiciones previstas en este decreto conforme lo señalan los párrafos que anteceden, continuarán aplicándose las disposiciones previstas, en lo conducente, en el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en el Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller,  Dip. Luisa Ivone Gallegos, Dip. Jesús de León Tello. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 6 de junio de 2016.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN,  PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA


	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP.FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

(COORDINADOR)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA 

(SECRETARIA)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JOSE MARIA FRAUSTRO SILLER


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESUS DE LEON TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Es cuanto, Diputada Presidenta. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga:

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir,  sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva, sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria  Georgina Cano Torralva:

Diputada Presidenta, el resultado de la votación es el siguiente: 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputada Presidenta Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Agotados los puntos del Orden del Día y siendo las 14 horas con 2 minutos del día 8 de junio del año 2016, se da por concluida esta Vigésima Sexta Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.  Se cita a las Diputadas y Diputados para sesionar a las 14:20 horas, del día de hoy,  miércoles 8 de junio del 2016. 

� Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, última reforma publicada el 27-10-2015. Disponible en línea: � HYPERLINK "http://www.congresocoahuila.gob.mx/portal/wp-content/uploads/2014/11/coa166.pdf" �http://www.congresocoahuila.gob.mx/portal/wp-content/uploads/2014/11/coa166.pdf�. 


� Artículo 13 de la Ley de Ingresos del Municipio de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, para el Ejercicio Fiscal 2016. Nota, para las proyecciones de tarifa de uso doméstico por consumo de agua se utiliza exclusivamente la tarifa de uso doméstico popular, más no así la de interés social ni la residencial, que también son tarifas de carácter doméstico a nivel municipal.


� Artículo 13 de la Ley de Ingresos del Municipio de Piedras Negras, Coahuila de Zaragoza, para el Ejercicio Fiscal 2016. Nota, para las proyecciones de tarifa de uso doméstico por consumo de agua se utiliza exclusivamente la tarifa de uso doméstico popular, más no así la residencial, que también es una tarifa de carácter doméstico a nivel municipal. Asimismo, no se contempla el costo del IVA.


� Véase el inciso e) de la Convención, disponible en: http://www.ohchr.org/SP/HRBodies/CRPD/Documents/disabilities-convention.htm


� Como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, “…la discapacidad no se define exclusivamente por la presencia de una deficiencia física, mental, intelectual o sensorial, sino que se interrelaciona con las barreras o limitaciones que socialmente existen para que las personas puedan ejercer sus derechos de manera efectiva….” Por lo que “…los tipos de límites o barreras que comúnmente encuentran las personas con diversidad funcional en la sociedad, son, entre otras, barreras físicas o arquitectónicas, comunicativas, actitudinales o socioeconómicas”. Corte IDH. Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012 Serie C No. 246, Párrafo 133


� Esta encuesta fue presentada el 25 de enero de 2016.


� Adoptada en San José de Costa Rica por la Organización de Estados Americanos (OEA) el 22 de noviembre de 1969, entrando en vigor el 18 de julio de 1978. El Senado mexicano la aprobó el 18 de diciembre de 1980. México se adhirió a ella el 24 de marzo de 1981. Fue publicada en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 7 de mayo de 1981.





� “Opinión Separada del juez Rodolfo E. Piza Escalante”, en Corte IDH, Exigibilidad del Derecho de rectificación o Respuesta (arts. 14.1, 1.1 y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva oc-7/86 del 29 de agosto de 1986, serie A, núm. 7, párr. 36.


� Principio definido por Martín Abrego y Christian Courtis, en “La aplicación de los tratados internacionales sobre derechos humanos por los tribunales locales”, Ed. del Puerto, p. 163.
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